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PRIVILEGIOS REALES A MUDEJARES Y JUDÍOS 
José Hinojosa Montalvo 
(Universidad de Alicante) 
Hablar de minorías, de musulmanes y judíos, es hablar de la Corona, de la realeza y de 
sus privilegios. Y ello por una razón muy sencilla, porque ambas minorías, dependían en última 
instancia del príncipe, del rey, sobre todo los judíos, en tanto que en el caso de los mudejares, 
su pasado histórico andalusí, que los cristianos no podían ignorar, introducía factores políticos, 
sociales, económicos y religioso-culturales muy peculiares, cuyo respeto fue contemplado en 
las cartas de rendición o las de población. Pero siempre la Corona tuvo claro que había que 
mantener a la población mudejar y judía en el territorio, y para ello, además del respeto a los 
pactos citados, era preciso la concesión de privilegios, que atrajeran nuevos pobladores y 
garantizaran su permanencia, privilegios, como veremos, de toda índole, desde los fiscales, 
quizá los más atractivos, a los religiosos y judiciales. Lo cual no quiere decir que musulmanes 
y judíos fueran unas minorías privilegiadas en el sentido de disfrutar de una situación social 
que los colocara al mismo nivel que los cristianos. Nada más lejos de la realidad, pues la 
inferioridad y la discriminación frente al cristiano eran las normas predominantes, pero al menos 
estos privilegios reales, junto a la legislación foral y los pactos particulares, garantizaban a 
las minorías unos derechos, que en muchos casos estaban por encima de los que disfrutaban 
sus correligionarios en otros países europeos, en particular en el caso judío. Sin olvidar nunca 
que el tiempo y el lugar de residencia constituyen variables importantes a la hora de intentar 
comprender la historia de moros y judíos, pues no fue la misma situación la que siguió a la 
conquista cristiana que la de muchos años después, ni la situación de los mudejares valencianos 
o aragoneses era la misma que la de los castellanos o navarros. Veamos, pues, hacia donde 
orientaron los monarcas cristianos peninsulares sus concesiones de privilegios. 
PRIVILEGIOS GENERALES 
Musulmanes y judíos son dos minorías que podemos calificar de «privilegiadas», pues la 
abundante concesión de privilegios por parte de la Corona fue una característica general 
durante estos siglos medievales. Privilegios que podían ser generales o particulares. Los 
primeros eran los otorgados a toda la comunidad mudejar o judía de una localidad, e incluso 
a todos los musulmanes o judíos de un reino concreto. En el caso de los mudejares el punto 
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de partida siempre fue las cartas de población y de rendición entre las aljamas y el monarca 
correspondiente, y en ellos se recogía el régimen de derechos y obligaciones que debían 
observar las partes, recogiendo los antiguos privilegios de que disfrutaban. En la carta de 
población de la Valí d'Uixó de agosto de 1250, por ejemplo, Jaime I perdonaba todos los delitos 
cometidos hasta la fecha. Se les reconocía sus leyes propias, la guna y la xara, en todos los 
aspectos de su vida privada, así como su derecho a practicar libremente la religión islámica; 
que pudieran ir libremente por toda la tierra del rey; comprar trigo sin impedimentos, o pagar 
los impuestos que pagaban anteriormente «ans que isquesen los moros de la térra», es decir 
mantenimiento del sistema fiscal andalusí; se les declara francos ese año de los diezmos y 
derechos habituales, y pasado este tiempo que «sien tenguts pagar tots los drets e delmes segons 
lo lur privilegi antich» (obsérvese la alusión al privilegio antiguo, es decir a la costumbre 
tradicional de abonar sus impuestos); los declara francos de la vendimia, hortaliza, que 
puedan nombrar alamín y alcadí, que puedan juzgar las aguas entre si, com era acostumat en 
temps de moros, segons que conté en los lurs privilegis antichs (otra vez los privilegios 
antiguos y su conservación), que las rentas de las mezquitas fueran para éstas; que no pudieran 
vivir cristianos en su población; que no sean obligados a ir a la guerra; que fueran asegurados 
por toda la tierra del rey en personas y bienes, etc. Es decir, una amplísima gama de privilegios, 
que regulaban toda la vida del mudejar en sus aspectos privados y públicos, destinados a 
mantener una situación prácticamente como en la etapa andalusí, sólo que reconociendo la 
soberanía del monarca aragonés, aunque pronto la situación fue deteriorándose para estas 
aljamas, precisamente porque los cristianos no respetaron en muchos casos estos privilegios, 
lo que forzó al alzamiento mudejar de al.Azraq de 1247 y 1275 en las comarcas meridionales 
valencianas. 
Estos privilegios de exenciones fiscales o de prestación de determinados servicios, a los 
que estaban obligados los mudejares por su condición de vasallos, fueron habituales en los 
años siguientes a la conquista e incorporación de nuevas tierras a la Cristiandad, buscando el 
mantenimiento de la población musulmana en su habitat tradicional. A los ya citados, podemos 
añadir, por citar algún ejemplo más, como el concedido en mayo de 1262 por Jaime I a los 
moros del arrabal mayor de Xátiva para que en el futuro no tuvieran que ir a cavar la viña que 
les hizo plantar en el término de Xátiva para su propio provecho -el del rey-, ni que tuvieran 
que plantar más viñas para él en el futuro ni prestar servicios de trabajo en dicha viña ni hacer 
otros encargos, a menos que fueran retribuidos. También muchas aljamas vieron eliminadas 
la práctica de las sofras por privilegio real. 
Los monarcas cristianos manifestaron siempre un claro interés en proteger a sus vasallos 
mudejares, y esto lo podemos ver en el privilegio de Alfonso X de Castilla del 30 de junio 
de 1260 por el que estableció el régimen del impuesto de capitación que debían pagar a la Corona 
los mudejares de Alicante -que no lo olvidemos, a la sazón pertenecía a Castilla-, la condición 
de pobladores sometidos a la protección real que tenían estos moros, pero también mandaba 
a su almojarife «que garde et ampare, et defienda todos los moros, et que non consienta que 
ninguno les faga tuerto nin fuerza, nin mal ninguno, ni ninguno non aya poderío sobre ellos 
sino el nuestro almoxarif». Privilegio, por tanto, en el que se garantizaba a estos mudejares 
la protección del monarca frente a cualquier abuso. 
Siguiendo en Alicante, ahora ya en poder de Jaime II y a punto de incorporarse legalmente 
al reino de Valencia y a la Real Corona de Aragón, el rey concedía en abril de 1303 un 
privilegio por el que los habitantes de la villa, mudejares y cristianos -obsérvese la equiparación 
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de miembros de ambas religiones- estarían exentos de contribuir al ejército durante seis 
años, salvo en caso de invasión del reino, aunque con la obligación de mantener en buen estado 
las murallas. Eran medidas dispuestas a ganarse el favor y la fidelidad de unas poblaciones 
recién incorporadas. Parecida disposición adoptó en abril de 1303 dispensando a los musulmanes 
de Elche y su término de acudir a filas, siempre cuando el rey o el procurador general del reino 
de Murcia no lo consideraran necesario o el reino de Murcia fuera invadido por un gran 
número de enemigos. 
Incluso los mudejares residentes en los más pequeños núcleos de población, las alquerías, 
se veían favorecidos por estos privilegios, con el objetivo puesto en mantener el poblamiento 
y la actividad económica. Así, los moros de las alquerías de Beniamor y de Sahoni, en el término 
ilicitano, estarían francos de las exacciones y servicios reales mientras éstas fueran de 
mudejares, según privilegio de febrero de 1307. El objetivo era mantener el rendimiento 
fiscal de las mismas, ya que si pasaban a manos cristianas evidentemente su rentabilidad fiscal 
para la Corona sería inferior que de estar pobladas con mudejares. 
En el reino de Aragón, por citar otro ejemplo, los mudejares de Aranda obtuvieron el 10 
de marzo de 1306 un privilegio de Jaime II según el cual no podrían ser capturados ni 
embargados por las deudas con cristianos y judíos, a no ser por pecha u otras contribuciones 
reales. 
Para tierras murcianas es fundamental el privilegio dado por Fernando IV en 1305 que se 
puede considerar como «carta foral», que determinó la situación jurídica y social de los 
mudejares murcianos con relación a la población cristiana. El privilegio tenía como objetivo 
la recuperación demográfica de la decaída aljama murciana. Entre sus concesiones figuran la 
exención de tributos, salvo el almojarifazgo, autonomía judicial, libertad para la elección de 
sus oficiales, integración en la hueste concejil, exención de la prestación de acémilas, 
imposibilidad de ser apresados como cautivos, libertad de movimientos, siempre que abonara 
los derechos reales, control de la arbitrariedad de los almojarifes, exención del cabezaje a las 
viudas y los alfaquíes; protección por el concejo murciano de todos los mudejares del término, 
reclusión de los musulmanes apresados en la cárcel de la Arrixaca, etc., privilegio que fue 
ratificado por todos los monarcas castellanos posteriores, aunque en algunos puntos la 
situación se fue deteriorando, y en 1408 y 1412 los reyes anularon el privilegio de poseer jueces 
propios, además de introducir medidas restrictivas para los mudejares, obligándoles a llevar 
sobre el vestido un capuz amarillo verdoso y una luneta azul en el hombro derecho. 
Estos privilegios tenían finalidades muy variadas, como por ejemplo incentivar el 
poblamiento mudejar o judío. Es lo que hizo el infante don Manuel en el privilegio dado el 
10 de agosto de 1281. En él se contemplaba una serie de ventajas para los mudejares, que eran 
estas: 
l.Que nadie atentara contra sus costumbres. 
2. Cualquier demanda de cristiano o de judío contra moro sería juzgada por el alcalde de 
los moros (alcaide), según la ley de éstos, salvo en lo referente a los derechos del almojarifazgo, 
que lo será pon almojarife, encargado a su vez de recaudar el citado impuesto. 
3. Los pleitos entre moros por cuestiones de hacienda deberán verse ante su propio alcadí. 
4. El moro que fuere acusado que sea detenido o que deposite las fianzas convenientes, 
según la acusación que se le haga, siendo oído por su alcadí de acuerdo con su ley. Si se probase 
que haber sido acusado injustamente, el acusador sería castigado con toda dureza según la ley 
musulmana. 
JOSÉ HINOJOSA MONTALVO 
282 
5. Los moros presos deberían estar en su cárcel, bajo la custodia del «char medina» (sahib 
al-madina). 
6. Que no se les ponga ningún nuevo tributo fuera de los que debían al señor, o los que él 
les pida o buenamente quisieran otorgarle los moros, además de aquellos que la colectividad 
considerase necesarios para el bien común. 
7. El alcadí, con el consejo de los hombres buenos, nombraría una persona apta para el 
cargo de almotacén. 
El ejercicio de la justicia, las cargas tributarias y la creación de almotacén propio configuran 
el contenido básico del texto, ya que eran estos dos aspectos, el judicial y el económico, 
esenciales en la convivencia diaria entre las dos comunidades. 
Más adelante, finalizada la guerra de los dos Pedros, y para recuperar la aljama ilicitana, 
el infante don Martín, señor de Elche, con el fin de aumentar la población musulmana 
concedió a los moros de Elche y a los que allí fueran a instalarse que no pudieran ser presos 
más que por deudas propias, pero no cuando habían salido fiadores de otros. 
Naturalmente, la inobservancia de los privilegios por parte de los oficiales reales o 
señoriales traía consigo toda una batería de reclamaciones judiciales al monarca, de quien 
dependían en última instancia, aunque la amenaza más grave -y la más frecuente- era la de 
abandonar su lugar de residencia y marcharse a otros señoríos, algo que, dado lo magro del 
equipaje, podían hacer con facilidad. Es lo que sucedió en enero de 1309 cuando los mudejares 
de Petrer se quejaron a Jaime II de que su señor, Joan García, no les respetaba los privilegios 
que les había concedido, por lo que solicitaban la intervención real para poder vender sus 
propiedades y marcharse a otros lugares. 
Es lo mismo que hicieron los mudejares exaricos de la huerta de Alicante, al que el baile 
general del reino de Valencia de más allá de Jijona en 1324 no les respetaba sus antiguos 
privilegios concedidos por los reyes de Castilla y ratificados luego por los aragoneses, que 
los declaraba exentos del pago de pechas y questias, por lo que abandonaban las alquerías, 
quedando yermas las tierras. Ello motivo a que Jaime II ordenara al citado funcionario el respeto 
de tales privilegios. 
Cada comunidad disfrutaba de sus propios privilegios, arrancados con tesón -y a menudo 
gracias a generosas subvenciones- a los monarcas. En Valencia, por ejemplo, los judíos 
disfrutaban de un privilegio real según el cual el tnostagaf de la ciudad no podía entrar en la 
judería a examinar los pesos y medidas que allí se utilizaban, lo que en más de una ocasión 
ocasionó conflictos jurisdiccionales, ya que este funcionario municipal pretendía extender el 
ejercicio de sus funciones por todo el ámbito urbano, incluida la judería, forzando a la queja 
al monarca de1o" perjudicados por tal ingerencia, y en 1359, por ejemplo , Pedro IV tuvo que 
prohibir al /. ;af que molestara a los judíos por estas cuestiones, obligándole a restituir 
los pesos y medidas confiscados. 
En el caso de los judíos, su vida pública se estructuraba entre dos polos: la fiscalidad y la 
ley emanada en las distintas jurisdicciones, lo que crearía una intrincada dispersión normativa 
muy característica, figurando entre ella los privilegios reales. Pero en cualquier caso, no 
debemos olvidar que los judíos dependían directamente de los monarcas cristianos, eran 
propiedad personal del rey y como tales pertenecían al patrimonio real. No pertenecían al reino, 
en ninguna de cuyas instituciones participaban. La institución monárquica era la única que 
dispensaba sus derechos constitucionales y privilegios, pudiendo derogarlos o ampliarlos a 
su arbitrio. 
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El rey, en la práctica, ejercía el control de las aljamas de su señorío a través de la legislación 
real, en la que se incluyen los privilegios y la emanada de las Cortes, dado que las aljamas 
eran patrimonio real. 
En el caso de Aragón, por ejemplo, los fueros otorgados a los judíos en el siglo XI, según 
R, Baer, se concedieron según el modelo del fuero de Nájera, obligando a pagar al monarca 
cristiano los mismos impuestos que en época musulmana, asegurando su permanencia en el 
mismo barrio y reconociendo su autonomía judicial y jurídica. En la concesión del citado fuero 
najerense a los judíos de Tudela en 1119 o 1121 se contempla la facultad de comprar y vender 
todo tipo de bienes; designación del reino real como juez, inmunidades referentes a la 
celebración de juicios y la prestación de juramentos. Se observa, por tanto una situación 
igualitaria con respecto a moros y cristianos, igual que en el fuero de Daroca dado por Ramón 
Berenguer IV en 1142. 
Las concesiones de privilegios a las aljamas judías por los monarcas fue continua a lo largo 
de estos siglos bajo-medievales. En los concedidos por Alfonso V en 1457 a los judíos de 
Calatayud vemos una amplia gama de franquicias y exenciones que inciden en los aspectos 
judiciales, fiscales, etc. que resumidas son las siguientes: 
-Franquicia sobre el pago de donativos, servicios, empréstitos y tributos extraordinarios 
en el plazo de diez años a contar desde su promulgación. 
-Denegación de moratorias «guiatges» a los deudores a la aljama, ya colegial como 
individualmente. 
-No se incoarían procesos por vía de pesquisa, inquisición o denuncia «ex oficio» sino a 
instancia de parte. 
-Amnistía e indulto de los delitos cometidos hasta la fecha, así como la percepción de sus 
correspondientes caloñas. 
-Libertad en la imposición de sisas y libre disposición en la inversión que pudiera derivar 
de lo recaudado en pago de tributos o censales. 
-Exención de las sisas generales, aunque fueran establecidas en las Cortes generales de 
Aragón. 
-Garantías de que las autoridades eclesiásticas no se inmiscuirían en la evacuación de las 
causas criminales de los judíos ni los apresarían. 
-Las sentencias dadas fuera de Aragón no tendrían efectividad sobre las personas o bienes 
de los hebreos del reino. 
-En los pleitos por una cuantía superior a 10 sueldos no prestarían juramento con el 
rótulo al cuello, pues se seguían muchos daños y escándalos. 
-Los judíos apresados por los oficiales no serían conducidos a otras ciudades. 
-Admisión de dar fianzas en caso de tener que comparecer enjuicio los detenidos en poder 
del comisario regio de la aljama, quien los presentaría cuantas veces fuera requerido por el 
juez instructor. 
-Los judíos no podrían ser detenidos por los miembros de la nobleza (barones, caballeros 
infanzones y otros). El tesorero supervisaría su estricto cumplimiento. 
-En el supuesto de contrafuero podrían obtener del Justicia Mayor firmas de Derecho. 
Entre los privilegios generales concedidos a la aljama judía de Orihuela para su restauración 
tras la guerra de los dos Pedros figura el dado en octubre de 1387, según el cual cuando la 
aljama tuviera que enviar mensajeros a la corte para resolver asuntos propios, en lugar de tener 
que enviar dos mensajeros podría mandar sólo uno. Otro de los privilegios de los que 
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disfrutaban las aljamas era la posibilidad de lanzar las penas de excomunión mayor o menor 
contra los transgresores de la Ley, en particular contra los malsines, que tanto daño podían 
hacer a la comunidad con sus calumnias y falsas acusaciones. 
Era frecuente que los privilegios concedidos por la Corona a una aljama fueran dados más 
tarde a otras comunidades, a fin de estimular la repoblación y consolidación de la citada aljama. 
La aljama judía de Valencia recibió en diversos momentos los privilegios de las de Zaragoza 
y Valencia, mientras que otras localidades recibieron las de Valencia, tal como sucedió en 
tiempos de Jaime II con las de Elche, Orihuela (1316) y demás localidades situadas más allá 
de Jijona, ratificados de nuevo en 1329. 
Estos privilegios, que se iban acumulando en el transcurso del tiempo, eran siempre 
ratificados por cada nuevo monarca a lo largo de su reinado, muchas veces a petición de las 
propias aljamas. Los ejemplos serían numerosos para ambas minorías. Citemos el documento 
dado el 20 de agosto de 1296, en el que Jaime II confirmaba a los moros de Elche todos los 
privilegios, franquicias, mercedes, libertades y demás favores que en el pasado les otorgara 
el infante don Manuel y su esposa, así como su hijo don Juan Manuel. Lo mismo hizo en el 
verano de este año con los antiguos privilegios de los mudejares de la ciudad de Murcia, siempre 
con el objetivo de evitar la huida de estos vasallos mudejares, tan productivos, máxime en un 
territorio en guerra, recién ocupado por las armas. Por su parte Pedro el Ceremonioso 
confirmaba y aprobaba a la aljama mudejar de Lérida el 27 de mayo de 1338 todos los 
privilegios concedidos por sus predecesores en la Corona y por el mismo; o cuando el 21 de 
marzo de 1382 la reina Sibilia juró sobre los cuatro Evangelios a la aljama mudejar de 
Cocentaina que les respetaría la puna y la xara, todos los buenos usos costumbres y privilegios 
de los mudejares del reino de Valencia y los suyos específicos. 
Ahora bien, estos privilegios no siempre eran respetados por las autoridades reales o 
municipales, lo que obligaba a intervenir al monarca, exigiendo el estricto cumplimiento de 
la ley. Es lo que hizo Jaime II en abril de 1303 al exigir a todos sus oficiales en el reino de 
Murcia el respeto hacia los privilegios y libertades de los moros, ahora confirmados de nuevo. 
Es evidente que las minorías judía y musulmana, siempre en situación de inferioridad, legal 
y real, eran objeto de continuos abusos, a los que el rey tenía que poner límites, so pena de 
perder una fuente de ingresos tan importante. 
En otras ocasiones los privilegios de las aljamas podían chocar con los intereses del 
monarca, quien, en estos casos, procedía a su revisión. Es lo que hizo Pedro III en septiembre 
de 1277 al ordenar a las aljamas de Barcelona, Zaragoza, Valencia y Sagunto que le enviaran 
sus privilegios, particulares o colectivos, ya que algunos de ellos representaban una traba para 
el ejercicio de la justicia real. 
En estos privilegios generales habría que incluir también los otorgados por la Corona para 
la fundación de nuevas morerías, como por ejemplo el otorgado por Alfonso X en junio de 
1266, por el cual el monarca castellano ordenaba la creación de la morería de Murcia, 
favoreciendo a los cristianos, que pasaron a ocupar toda la ciudad, en tanto que los moros fueron 
reducidos al arrabal de la Arrixaca: 
«.. .por bien que todos los moros morasen en el Arrixaca, porque es logar apartado et 
que estaran mas seguros et mas aguardados, et los cristianos que fichasen en la uilla de 
Murcia,.. ..yo embio mi carta al honrado Mahomad, rey de Murcia, que faga a los moros 
que se muden a la Arrixaca con todas sus cosas, del dia que la mi carta uiere a cuarenta 
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dias, et que defienda a los moros que ninguno non faga danno en las casas que lexan en 
la uilla, nin saquen ende puertas nin cerraduras ni los armarios de las paredes». 
Las nuevas morerías abundaron en el reino de Valencia durante el siglo XV, cuando la 
Corona, deseosa de atraerse nuevos vasallos mudejares y de incrementar sus ingresos 
hacendísticos, promovió la creación de una serie de morerías en el realengo, sobre todo en el 
sur del reino: en Alcoy, Orihuela -donde fracasaron los intentos-, en Monforte, que sí se 
consolidó a mediados de la centuria, o en Sagunto y Castellón de la Plana, por citar los 
ejemplos más sobresalientes, aunque en conjunto puede afirmarse que esta política de atracción 
de mudejares fracasó, a pesar de los privilegios concedidos. 
En el caso de Sagunto, por ejemplo, Martín el Humano asignó en 1407 el espacio de la 
nueva morería y en el privilegio de fundación estipuló que los moros pobladores de la morería, 
además de pagar los tributos ordinarios, abonarían tres sueldos y cuatro dineros por cada moro 
casado. El baile tendría la jurisdicción civil y criminal, según los fueros del reino. Los 
mudejares podrían matar y vender sus carnes de oveja, carnero y cabra, abonando diversas 
tasas por cada animal muerto, salvo las reses sacrificadas para su Pascua. Podrían nombrar 
y deponer el alfaquí de la mezquita, que se construiría dentro de la morería. La sucesión de 
las herencias se regiría por la guna y la xara, y los moros formarían un cuerpo único con la 
universidad de la villa de Sagunto, estando sujetos a todos los pechos y gabelas de sus 
convecinos cristianos, aunque en los dos primeros años se les dispensaba de tributos para 
favorecer su venida a la nueva morería. 
PRIVILEGIOS A PARTICULARES 
Desde el primer momento los monarcas cristianos otorgaron los más variados privilegios 
a particulares musulmanes y judíos, siempre con la mira puesta en conseguir o consolidar la 
población de determinadas localidades, o de garantizar las actividades económicas, a la vez 
que con estos privilegios distinguían y premiaban los servicios que algunos de los miembros 
de estas minorías, en particular los judíos, habían prestado a la Corona. Un ejemplo de estos 
privilegios a particulares para poblar fue el concedido el 1 de septiembre de 1259 por Jaime 
I a aquellos moros cautivos que fueran naturales de la localidad castellonense de Onda y que, 
escapando de su cautividad, acudieran a residir a Onda, declarándolos francos en sus personas 
y bienes. 
La concesión de privilegios de los monarcas a particulares, en el caso de los judíos fue 
una constante a lo largo de estos siglos y se mantuvo hasta el mismo momento de la expulsión, 
y baste recordar el permiso concedido por Fernando el Católico a los hermanos Abrabanel, 
los más destacados cortesanos de la corte castellana en aquellos trágicos momentos, para poder 
llevarse por el puerto de Valencia, dinero, joyas, oro y plata rumbo a su exilio de Ñapóles. 
Los médicos judíos, por ejemplo, siempre fueron favorecidos con diversos privilegios. 
Recordemos el dado por Jaime II en enero de 1302 a Ismael Aminorisp, médico judío 
valenciano, por el que se castigaría con una multa de mil morabatines al que lo golpeara o 
injuriara; el otorgado por infante Alfonso en 1324 a Jucef Tahuell, hijo del médico Numer 
Tahuell, para que en las exacciones reales y de la aljama pagara por el sistema de por sueldo 
y libra, luego ratificado en 1331. O el dado en noviembre de 1297 por Jaime II, a instancia 
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del prior del convento de los frailes predicadores de Xátiva, declarando franco a Yom Tob, 
judío setabense, de toda pecha e impuestos reales sobre sus bienes muebles e inmuebles, mientras 
fuera maestro de hebreo de los citados frailes. Los ejemplos podrían multiplicarse. 
Los motivos de concesión del privilegio solía estar relacionado con los servicios prestados 
al monarca o a la Corona, incluso a determinados funcionarios, y su contenido era muy 
variado. Un ejemplo de ello es la gracia concedida por la reina Violante, señora del valle de 
Elda, a Yhayel Benahíc Alhureye, mudejar de Elda, para llevar el pendón de la villa cuando 
saliera de la misma, a la vez que le autorizaba a escoger esposa sólo con el consejo de sus amigos, 
concesiones que deberían respetar todos los oficiales. Otro, el privilegio de Jaime II dado el 
8 de abril de 1306 a Abdulhaziz de Bocayrén y su hijo Abdomalich, mudejares maestros 
azulejeros de Teruel -aunque el apellido denota un origen valenciano de la localidad de 
Bocairent-, para que con carácter vitalicio fueran francos de toda pecha, cenas, subsidios y 
servicio de ejército y cabalgada. A cambio debían hacer mientras vivieran y aún después de 
la muerte de uno de ellos, los azulejos que el rey necesitara para sus obras, libres y francos, 
salvo los gastos de las pinturas que utilizaran, de los que se haría cargo el monarca. 
Otros privilegios hacían referencia a la dispensa de ejercer cargos públicos en la aljama, 
como el otorgado en este sentido al judío Jucef Abnayo por Jaime II en enero de 1318 para 
que no desempeñara el cargo de adelantado o secretario en la aljama de Valencia. 
El privilegio podía incluir la exención del pago de algunos impuestos, como hizo el 12 
de enero de 1360 la reina Leonor, tutora del infante Martín, señor de Elche, quien en 
agradecimiento a los servicios prestados por el judío Jucef Abentaurell, de su casa y de la del 
infante, le enfranqueció, a voluntad, de todo servicio que debiera prestarle a ambos por una 
caballería y dos peonadas que tenía en el lugar de Bemboch. También del pago del derecho 
de almagram y de la pecha anual por dichas heredades y del agua que tenía en la huerta de 
la villa. 
Podía suceder que la Corona diera tantos privilegios a particulares que acabaran poniendo 
en peligro el equilibrio interno de la aljama, al ser menos las personas que tenían que repartirse 
las imposiciones. Es lo que sucedió en la judería de Valencia, donde los privilegios fiscales 
a particulares fueron tantos que en 1329 amenazaban con su destrucción, por lo que el 15 de 
mayo Alfonso IV declaró revocados todos estos privilegios de franquicia fiscal dados a los 
particulares en las contribuciones y tallas de la aljama, en las que deberán volver a contribuir. 
No obstante, sabemos que este monarca declaró a algunos judíos valencianos exentos del pago 
de pechas y tributos mediante privilegio especial, si bien cuando fueron acudieron a Pedro 
IV en febrero de 1337 para solicitar su ratificación, el nuevo monarca consideró que tales 
concesiones eran perjudiciales para la aljama y obligó a los interesados a pagar sus impuestos. 
Con todo, aún hizo Pedro IV una excepción a todas estas revocaciones de franquicias fiscales 
y en noviembre de 1337 ordenó que se le respetara a Abraham Abencacer, de Valencia, el 
privilegio dado por Jaime II y Alfonso IV declarándole judío franco de todo impuesto y 
tributo real. Otra excepción similar a la descrita hizo en enero de 1339 a favor de Abraham 
des Castlars, maestro médico, hijo del maestro David de Castlars, ya difunto, teniendo el 
privilegio una duración de treinta años. 
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PRIVILEGIOS INSTITUCIONALES 
Englobo bajo este epígrafe a los que hacen referencia al funcionamiento de las aljamas judía 
y musulmana, pues como es sabido, ambas minorías disponían de sus instituciones de 
autogobierno propias: la aljama, el órgano representativo de la comunidad, cuyo funcionamiento 
se fue configurando a lo largo de estos siglos bajo-medievales gracias a la propia evolución 
de las comunidades y a la sanción de los privilegios reales. No había un modelo uniforme para 
estas aljamas y cada una tenía su propia constitución por privilegio real, como ya he dicho. En 
el caso de la aljama judía de Valencia entre los diversos privilegios concedidos en este sentido 
hay que citar el dado por Jaime II el 1 de abril de 1327 sobre el modo de elegir los adelantados: 
reunidos en la sinagoga los judíos, designarían seis de entre ellos (en lugar de los doce como 
antes), todos capaces y sin lazos de parentesco, dos por cada una de las manos (mayor, mediana 
y menor). Antes de salir de la sinagoga los seis prohombres deberían haber elegido a los tres 
adelantados, que en presencia del baile general del reino, y de toda la comunidad judía, jurarían 
guardar la Ley y comportarse lealmente en el ejercicio de sus funciones y juzgar con equidad 
a sus correligionarios, según la ley judía. La función de adelantado duraría un año. El privilegio 
fue ratificado por Pedro IV el 19 de agosto de 1339 y tenía como objetivo poner fin a las tensiones 
sociales en el seno de la aljama, desgarrada en luchas intestinas por el control de los cargos 
municipales, igual que en el municipio cristiano, y los deseos de las manos media e inferior 
de participar en la gestión común, a lo que se oponían las élites. En definitiva, Jaime II con este 
privilegio lo que hacía era «democratizar» el funcionamiento interno de la aljama. 
En el caso de los mudejares la situación era diferente, ya que detrás de su realidad presente 
bajo el dominio cristiano había un modelo de sociedad andalusí perfectamente estructurada 
a lo largo de los siglos, con sus propias instituciones que, en muchos casos, se mantuvieron 
funcionando tras la conquista hasta la expulsión, aunque con la lógica evolución a causa del 
paso del tiempo, según el modelo recogido en las cartas de capitulación. Otras veces era la 
Corona la que regulaba el funcionamiento institucional a través del correspondiente privilegio. 
En la morería de Valencia diversos privilegios reales de Jaime I en 1268 y de sus sucesores 
dispusieron que hubiera un «alcadí» que juzgara conforme a la «cuna e sara de sarrahins» 
las causas entre musulmanes, pero su competencia era sólo en la morería y término de la ciudad. 
Otro ejemplo: el 9 de diciembre de 1281 Pedro III otorgó a la aljama de la morería de Xátiva, 
la segunda en importancia del reino, el privilegio de tener derecho a nombrar jurados de acuerdo 
con el sistema acostumbrado en épocas anteriores. Nótese que el privilegio dice jurados, lo 
que refleja ya la influencia del municipio cristiano. Otras veces se habla de vells, su equivalente, 
más en consonancia con la tradición musulmana. En la ciudad de Lérida el 18 de agosto de 
1297, Jaime II dio un privilegio para que los mudejares, con el consentimiento del baile, pudieran 
designar cada año dos personas de la comunidad, que serían conocidas con el nombre de 
adelantados, las cuales tendrían poder legislativo y podrían castigar cualquier clase de delitos, 
salvo los criminales. Podrían imponer penas y multas, de las cuales darían cuenta al baile, que 
percibiría las dos terceras partes pertenecientes al rey, siendo el otro tercio para la aljama. Con 
el consentimiento del baile podrían condenar a los delincuentes al exilio temporal, pero no 
estarían facultados para imponer el exilio perpetuo ni tampoco para dispensar del pago de penas 
o multas. 
En algún caso los mudejares de una aljama podían ser equiparados al resto de los vecinos 
de la localidad en virtud de un privilegio real, como les sucedió a los de Lérida, cuando 
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Pedro IV el 23 de noviembre de 1350 equiparó a los moros de la aljama con los otros 
ciudadanos, no pudiendo exigírseles cenas, tributos, questias ni otras exacciones, siendo 
ésta, obviamente, la parte que más les interesaba a los mudejares, la equiparación fiscal con 
el resto del vecindario, evitando así las arbitrariedades de las demandas pecuniarias de la Corona. 
Siguiendo en Lérida otro privilegio del infante Juan de 28 de marzo de 1384, con el fin 
de favorecer a dicha aljama, les concedía que, en el futuro, ningún alguacil real pudiera ejercer 
su oficio en ninguna casa de la aljama ni de ningún mudejar, como tampoco podrían 
hacerles pagar nada para redimirse, ni molestarlos, ni castigarlos, a pesar de cualquier 
ordenanza en contrario dada por los oficiales reales o por las autoridades municipales de 
Lérida. 
El problema era, una vez más, la falta de respeto a estos privilegios o la ingerencia en el 
funcionamiento de la aljama por parte de los funcionarios reales. Vemos como en enero de 
1393 la reina Violante ordenaba a Jaime Escrivá, procurador suyo en el reino de Valencia, que 
no molestara a los mudejares de Aspe en la elección de los cuatro jurados, que según antiguos 
privilegios podían ser elegidos por el tiempo que quisieran, viéndose forzados ahora a hacerlo 
por un año. En esta confirmación de privilegio se les autorizaba a que si quisieran elegir 
anualmente a los mismos que había antes, que pudieran hacerlo. 
LOS PRIVILEGIOS TOCANTES A LA PRÁCTICA RELIGIOSA 
Por lo que se refiere a las minorías musulmana y judía el más trascendente de todos los 
privilegios concedidos por la Corona fue la libertad de practicar el Islam y el judaismo, y esta 
libertad nunca la pusieron en duda nuestros monarcas en los siglos medievales. No obstante, 
los sentimientos religiosos eran de tal envergadura que la práctica del Islam por parte de los 
mudejares ocasionó otros delicados problemas, en concreto si se permitían las manifestaciones 
públicas del culto islámico, y, si era así, qué clase de limitaciones se impondrían para que fueran 
menos ofensivas a los cristianos. 
Desde la época de la conquista la Corona había reconocido la importancia de las mezquitas 
para la vida religiosa y comunitaria de los musulmanes, y así permitió que los mudejares las 
conservaran, junto con los cementerios y fundaciones pías. Desde la perspectiva cristiana, la 
mezquita era el símbolo físico del Islam, igual que la iglesia representaba a su religión. Los 
cristianos valencianos toleraron, con aprensión, las mezquitas mudejares. Mientras que los 
mudejares podían mantener y renovar Jas mezquitas que ya tenían, la construcción de nuevas 
era un asunto totalmente diferente. Algunos cristianos lo consideraban un insulto a su propia 
fe y un indeseable incremento de la presencia islámica. Los monarcas, de acuerdo con la postura 
de la Iglesia, fueron sensibles a este tema. Por ejemplo, Fernando el Católico cuando estableció 
la nueva morería en Castelló de Xátiva parece que deliberadamente consideró la construcción 
de una nueva mezquitas, quizá pensando que utilizaran la de la cercana Xátiva. Esta exhibición 
pública del Islam y las molestias que pudieran causar a los cristianos le llevó a cambiar el 
emplazamiento de la mezquita de Zaragoza desde un lugar cerca de la plaza, donde los 
cristianos conversaban «de manera que los dessa ciudad reciben d'ello mucho agravio» a otro 
lugar «mas cerca de la morería o en ella misma donde no se reciba dello agravio alguno por 
los cristianos». No se cuestionaba el derecho de los mudejares a tener su mezquita, sino a que 
su vista no ofendiera a los cristianos. 
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Quizá lo que a los cristianos molestaba más no era tanto la existencia de la mezquita como 
la gala, la llamada a la oración por el almuédano cinco veces al día. Esta invocación pública 
del nombre de Mahoma desde los alminares ya fue condenada por el papa Clemente V en el 
concilio de Vienne en 1311, por Jaime II en 1318, ratificadas por Martín I en 1403yAlfonso 
V en 1417, pero la misma reiteración de las prohibiciones indica que no se cumplía. Y es que, 
después de todo, si a los mudejares se les permitía practicar el Islam debían saber el momento 
exacto de la oración. Y los reyes, interesados en la prosperidad de sus reinos, tampoco podían 
mostrarse tan intolerantes como la sociedad cristiana exigía, ya que los mudejares de inmediato 
amenazaban con abandonar sus hogares. Lo que no quiere decir que no se favoreciera la estricta 
separación de cultos. 
Respecto a los cementerios, a pesar de la desaparición de muchos fosares musulmanes tras 
la conquista cristiana, los pactos les garantizaban su pacífica posesión, y en esta dirección 
apuntan algunos privilegios reales, como el dado por Jaime U el 6 de octubre de 1291, a petición 
de la aljama mudejar de Alagón, ordenando al baile, justicia y jurados del lugar que no 
permitan que sean exhumados los cadáveres de los moros enterrados en el fosar que, junto 
con la mezquita, les pertenecía. Según parece, algunos cristianos habían intentado ocupar dicho 
fosar para construir casas y habían hecho un estercolero en la mezquita, eventos que, como 
podemos imaginar, causaron gran indignación entre la comunidad musulmana local. 
Algunos privilegios de la Corona afectaban a los que abandonando su religión, Islam o 
judaismo, se convertían al cristianismo. Jaime I, siguiendo las directrices eclesiásticas 
orientadas a la conversión de los infieles, dispuso en 1242 que judíos y musulmanes podrían 
convertirse libremente, conservando todos sus bienes, muebles, inmuebles y semovientes, salvo 
la legítima de los hijos, pero estos no podrían exigir nada en vida, y después de la muerte del 
converso podrían reclamar lo que les correspondiera con arreglo a la ley; prohibió que se les 
motejara de renegados, tornadizos o palabras semejantes. Esta disposición se incorporó a la 
legislación foral de los diversos Estados de la Corona. Años después, otro privilegio de Pedro 
III dado en 1276 a los mudejares de Sollana, Amussafes y Benifaió permitía que los musulmanes 
conversos pudieran volver a sus lugares de origen, conservando sus heredades y la seguridad 
de no ser molestados ni gravados con imposiciones extraordinarias. En Castilla las medidas 
para fomentar la conversión, incluido el respeto a los bienes del converso, se adoptaron en el 
sínodo de Peñafiel de 1302. En algunas morerías se dieron disposiciones particulares, como 
fue Huete, donde a los moros convertidos en noviembre de 1501 se les respetó la propiedad 
común de los antiguos bienes de la mezquita y cementerio, amén de la particular de sus 
bienes individuales; se reconoció la validez de las disposiciones ya tomadas en virtud del derecho 
de sucesiones y matrimonial anterior a la conversión, incluyendo los casos de consanguinidad 
vedados por la ley canónica cristiana; se les eximió de obligaciones fiscales durante tres 
años y se les garantizó la igualdad con los «cristianos viejos» ante la posibilidad de ocupar 
cargos públicos, quedando exentos durante veinte años de la jurisdicción del Santo Oficio. 
No olvidemos todo lo que suponía para la conversión para un mudejar, desde el rechazo de 
sus antiguos correligionarios a la ruptura social en su entorno. 
También en Aragón, el 3 de marzo de 1306 Jaime II confirmó a los moros de Aranda un 
privilegio concedido por Jaime I, fechado en Zaragoza el 18 de octubre de 1271, por el cual 
eximía del pago de cena y tributos por las heredades de los musulmanes que se hubieran 
bautizado. Sólo deberían tributar por las heredades que poseían y excluía las heredades que 
los moros tuvieran de otro señor. 
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PRIVILEGIOS ASISTENCIALES Y DE CARIDAD 
Los he encontrado referentes principalmente a los judíos. Las aljamas, con el fin de 
ayudar a los judíos menos favorecidos por la fortuna, desarrollaron mecanismos asistenciales 
y de previsión social, en los que se conjugó la iniciativa comunitaria y la asistencia privada. 
Cofradías y hermandades de ayuda mutua convivieron juntas y proliferaron en momentos de 
crisis, cuando el número de necesitados aumentaba. Estas organizaciones se conocían como 
almosna en Aragón o almoyna en los países de habla catalana-valenciana. Más adelante, 
aparecerá una especialización: para enseñar, para enterrar a los muertos, etc. 
Estas instituciones tenían sus propios estatutos, aprobados por el rey, que también con sus 
privilegios propiciaba la instauración de tales cofradías. Citemos como ejemplo el dado el 9 
de diciembre de 1402 por la reina María de Aragón a los judíos de Sagunto, y de acuerdo con 
los antiguos privilegios reales perdidos en el asalto a la judería de Valencia en 1391, permiso 
para establecer una cofradía para enterrar los cuerpos de los muertos (cabbarim), otra para 
la asistencia a los enfermos (sobreholim), otra para acompañar a los muertos hasta la sepultura 
(netzamita) y una cuarta para la instrucción de niños pobres {talmotorá). Eran las cofradías 
más frecuentes en nuestras aljamas. 
También la práctica de la caridad era habitual entre los judíos -igual que entre cristianos 
y musulmanes- y dentro de ella el rescate de cautivos, aunque su número fue infinitamente 
menor que el de los musulmanes. En Valencia, por ejemplo, Pedro IV dio un privilegio en 1386 
a su aljama, luego también concedido a la saguntina, por el cual ningún judío y especialmente 
los de Berbería, que fuese apresado por los corsarios podría quedar en cautividad, teniendo 
la facultad de rescatarse directamente o por intermediarios por la suma de 30 florines. Por su 
parte, los mudejares cautivos en Valencia disfrutaron de privilegios reales , las «licencies 
d'acapte», para poder desplazarse por todo el reino intentando recaudar las suma de dinero 
que necesitaban para rescatarse, principalmente gracias a la práctica de la limosna y la caridad 
entre los musulmanes, tal como prescribe el Corán. 
PRIVILEGIOS JUDICIALES 
Por lo que respeta a los mudejares, los pactos de capitulación generalmente estipulaban 
que siguieran manteniendo sus leyes propias, la sunna y la xara (sharia), y así se mantuvo, 
por lo general, durante estos siglos medievales. Otras veces, la concesión de tal privilegio se 
recogía en un documento específico, como el dado el 3 de junio de 1318 por Jaime II a la aljama 
mudejar de Orihuela para que juzgara según la sunna y la xara, igual que los demás moros 
de sus reinos. O bien se trataba de recuperar el pulso vital de la morería, alterado por algún 
acontecimiento excepcional, como la guerra de Castilla, la de los dos Pedros, y así vemos como 
en noviembre de 1366 Pedro IV confirmó a los moros de Aspe el privilegio por el que podrían 
regirse por la cuna y xara tradicionales. También y con el fin de poblar las aljamas del valle 
de Elda, Novelda y Aspe, el 10 de agosto de 1374 el infante Juan concedió un privilegio por 
el que a partir de la fecha y durante cuatro años a las aljamas citadas no se les pudiera hacer 
por ningún portero, comisario, fiscal, etc. inquisición sobre asunto civil o criminal, dejando 
en suspenso todos los procesos incoados hasta entonces, orden que deberían respetar las 
autoridades reales, bajo una pena de mil morabatines. 
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En Castilla también encontramos privilegios judiciales para las comunidades mudejares, 
y en 1436 Juan II aseguraba, a petición de Abdallá, procurador de las aljamas, que se respetaría 
el uso procesal de contar con testigos mudejares junto con los cristianos en los pleitos y 
causas que se vieran contra musulmanes ante cualquier tribunal cristiano. 
Las particularidades judiciales de una aljama determinada eran recogidas en el privilegio 
correspondiente, y así vemos como en noviembre de 1264 Jaime I otorgó a los moros del arrabal 
de Cocentaina el privilegio de tener derecho a ser juzgados en las causas criminales por el baile 
real, y en las civiles por su alcadí musulmán, de acuerdo con las leyes de su suna. En cambio, 
en el privilegio dado a la morería de Valencia en 1268 serían el alcadí y el alamín los que 
juzgarían, secundum agunam sarracenorum icte morerie. En Lérida había un privilegio 
concedido por Pedro el Católico según el cual el mudejar que causara daño a un cristiano o 
a un judío sólo podría ser detenido por el cadí de los moros, privilegio que, a petición de los 
mudejares de la ciudad, ratificó Jaime II el 26 de junio de 1325. En la localidad castellonense 
de Onda, perteneciente a la orden de Montesa, el 24 de julio de 1320 Jaime II otorgó al baile 
general de Valencia el privilegio de ejercer las competencias del mero imperio real sobre la 
villa de Onda en las causa criminales de los moros de dicha orden, sin extraer a los procesados 
de la villa. Recordemos que el rey tenía el mero imperio en dicha localidad. Un tercer ejemplo 
de estas competencias judiciales del baile general del reino lo tenemos también en el reinado 
del rey Justo, que en diciembre del citado año de 1320 concedió a dicho baile el privilegio 
de ser el único juez con competencias para conocer las causas de los moros de la morería de 
Valencia, prohibiendo al procurador fiscal real y al portavoz del gobernador en Valencia que 
procedieran contra dichos musulmanes. 
En Aragón aparecen también numerosos privilegios regulando el ejercicio de la justicia. 
Así, en 1210 Pedro II detallaba los derechos que procedían de la justicia en algunas aljamas 
del valle del Jalón Medio, el Aranda, el Isuela y Villafeliche. En primer lugar regulaba el orden 
público, puesto en peligro por homicidios, agresiones, insultos y delitos contra la estructura 
familiar, mediante el procedimiento de la multa o calonia, que trataba de poner coto a la 
venganza familiar. Se les concedía la posibilidad de dar fianza de derecho y de jurar según 
la sunna. También se regulaba la herencia, fuente de conflictos. Se les aseguraba la libertad 
de testar a favor de otros mudejares, siempre que fueran del rey, aunque murieran sin hijos 
legítimos; se indica que si murieran sin testamento, tres moros de los mejores de su villa amparen 
sus bienes, paguen el entierro y dividan el resto entre los que hicieran el mismo tipo de 
servicio al rey; además se especifica que los bienes de los mudejares emigrados a otro reino 
serían dados por la aljama a uno de sus parientes, según sunna, que harán su mismo servicio. 
También, como vemos en otro apartado, se garantizaba la libertad de caza y pesca, además 
de precisarse los servicios personales de los hombres de a pie. 
Cuando los mudejares veían transgredidos estos privilegios, fundamentales para la 
conservación de sus señas de identidad social, no dudaban en reclamar justicia al monarca. 
Así lo hicieron los mudejares ilerdenses en mayo de 1327 ante las pretensiones de la corte y 
los paers de la ciudad de intervenir judicialmente en las causas criminales de dichos moros, 
a pesar de que, según sus privilegios y costumbres, sólo podían ser castigados o absueltos por 
el cadí y el zalmedina o, al menos, por el baile. En tierras valencianas, los moros del cercano 
valle de Seta y de los lugares de Barxell, Xirillén, Gorga y Travadell, expusieron a la reina 
Leonor, su señora, en abril de 1362 que algunos oficiales de ella, contra guna y xara, los juzgaban 
por el fuero de Valencia y los sacaban de dichos lugares para juzgarlos. La reina les concedió 
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que sólo fueran juzgados por sus propios oficiales de acuerdo con la ley islámica, y que no 
se les sacaría fuera ni el procurador fiscal de la reina entraría en aquellos lugares a acusar a 
algún moro allí residente, y si lo hiciera la reina les autorizaba a desobedecerle. El respeto 
de los pactos era fundamental para los señores si querían conservar sus vasallos en sus 
lugares, y con ello la renta señorial. 
Otra protesta similar la protagonizaron los mudejares eldenses, que se quejaron en 1407 
a la reina Violante porque su procurador general en el reino les había impuesto un procurador 
fiscal, lo que iba contra sus privilegios y tradiciones, ya que tenían el zalmedina del lugar, por 
lo que la reina ordenó que se dejara en suspenso dicho oficio de procurador fiscal. 
Este choque institucional fue constante en los siglos medievales, sobre todo a medida que 
se iba degradando la situación inicial de los mudejares. Ya en enero de 1285 Pedro III tuvo 
que obligar al justicia, jurados y prohombres de Valencia a que no forzaran a los moros de su 
morería a responder ante ellos de las demandas que tuviesen, dado que tenían derecho por sus 
privilegios a ser juzgados por el alcadí de acuerdo con la suna. El privilegio lo ratificó el 5 
de abril de 1298 Jaime II. 
A este respecto es muy interesante el privilegio de Jaime II de abril de 1298 a propósito 
de la división de jurisdicciones entre el baile general y el procurador general del reino sobre 
los mudejares valencianos, estableciendo que el primero tendría competencia en las causas 
de moros de realengo y de la Iglesia, y el segundo, en las de mudejares de señoríos seculares 
de jurisdicción real, a requerimiento del baile general. 
En tierras murcianas el panorama era similar y los mudejares tuvieron siempre la protección 
del concejo frente a agravios foráneos, como en el caso contra el adelantado el año 1401, 
recogido por J. Torres Fontes, en que recordando la carta de Fernando IV cien años atrás, le 
acusaron de no respetarla, diciéndole: «Por ende, el dia de oy, por nos e en nombre del dicho 
concejo de la dicha cibdat, vos requerimos e rogamos e afrontamos que vos non querades 
entremeter de prender los dichos moros e moras de la dicha morería, ni de jutgar entre ellos 
e de querer guardar e conplir el dicho privillegio, protestando que si de otra guisa quisieredes 
fazer, que la dicha cibdat e concejo se enbiara a querellar de vos al dicho señor rey, para quel 
mande lo que su merced fuere, e que entretanto que proveeera la dicha cibdat en el, en tal manera 
que los dichos moros e moras non sean perjudicados». El adelantado respondió a las acusaciones 
y, como no podía ser menos, dijo que él no iba contra dicho privilegio sino que siempre había 
protegido a los musulmanes de la ciudad. 
Los judíos vieron evolucionar su situación jurídica con el transcurso de los siglos, desde 
la liberalidad del Fuero de Jaca a las restricciones de Pedro III, pero en general y, sobre todo, 
durante el reinado de Jaime I la situación jurídica de los hebreos en los Estados de la Corona 
de Aragón puede calificarse de satisfactoria, gracias a los privilegios reales que trataban de 
evitar una situación jurídica desfavorable para los judíos en los pleitos con los cristianos, pues 
hay que tener presente que en el interior de la aljama los judíos dirimían sus pleitos según la 
Ley de Moisés. El 9 de mayo de 1262, por ejemplo, Jaime I confirmó a la aljama judía de 
Valencia y a las restantes del reino varios privilegios, entre ellos que si algún cristiano se 
querellaba contra judío debía, conforme al fuero de valencia, apoyar su demanda con un 
testigo concordante de un cristiano y de un judío, tanto en los procesos relativos a los 
préstamos con interés como en cualquier otro asunto. El juramento exigido a los judíos en un 
proceso contra cristiano sería prestado sobre los diez mandamientos de Moisés. Se trataba de 
evitar la fórmula de jurar sobre las maldiciones, que los judíos siempre consideraron odiosa, 
PRIVILEGIOS REALES A MUDEJARES Y JUDÍOS 
293 
luchando por su erradicación, lo que consiguieron en el reinado de Jaime I. Por supuesto, que 
toda encuesta abierta contra los judíos se haría conforme al Fur de Valencia. También los judíos 
detenidos por no pagar los impuestos serían puestos en libertad la víspera de sus fiestas y los 
viernes por la noche, cuando la estrella aparecía en el firmamento, permaneciendo libres el 
sábado o el día de fiesta, con la promesa formal de regresar al lugar de su detención al día 
siguiente por la mañana. 
De nuevo en abril de 1275 Jaime I concedía a la aljama de Valencia una serie de privilegios 
en materia de procedimiento: 
Io Los judíos de Valencia no serían justiciables del justicia de la ciudad sino del baile general. 
2° Los judíos que vinieran a establecerse en Valencia estarían al abrigo de toda demanda 
o persecución. 
3o Los que huyeron del reino antes de pronunciarse el juicio y sin que las pruebas contra 
ellos fueran suficientes, podrían regresar con toda seguridad, dando garantías suficientes de 
que estarían a justicia. 
4o Los mudejares esclavos de judíos no serían apresados por cuestión de deudas, pecha, 
etc. a menos que sus dueños no tuvieran otros bienes para proceder a embargo. 
Con todo, en los juicios mixtos no deja de apreciarse una situación de cierta discriminación 
hacia el judío. Así, el 21 de febrero de 1301 en la prueba de testimonios falsos contra moros 
y judíos, Jaime II dispuso que dos testigos cristianos convenientes y de buena fama pudieran 
testificar y su testimonio creído contra judíos y mudejares en todo pleito criminal entre judíos 
y cristianos, a pesar de los privilegios concedidos por sus antecesores en el trono en contra 
de dicha orden. 
Durante bastante tiempo no estuvo clara la dependencia jurídica de los judíos, y hasta que 
quedó clara la jurisdicción del baile general las interferencias de otras autoridades, en particular 
los justicias locales y el gobernador, fueron frecuentes, transgrediendo los privilegios de los 
hebreos, quienes no dudaban en recurrir al monarca en defensa de los mismos. Como ejemplo 
podemos tomar la queja presentada por las aljamas de Alicante, Elche y Orihuela a Jaime II 
porque los justicias de estas villas, contra los privilegios de dichas comunidades, habían 
admitido a trámite las querellas de cristianos contra judíos y procedido contra éstos, a pesar 
de que no debían intervenir en sus asuntos. Ello hizo que el monarca ordenara al vicegerente 
del gobernador dellá Sexona y a los justicias citados que no intervinieran en los asuntos de 
los judíos, dado que la denuncia de crimen público contra judío era competencia del baile 
general, aunque hubiera un denunciante cristiano. Un privilegio similar fue concedido en junio 
de 1300 a los judíos y musulmanes del reino, según el cual en las querellas suscitadas contra 
ellos sería el baile general y otros bailes de Aragón de parte de la curia quienes harían justicia 
y no ningún otro oficial real. El 24 de septiembre de 1300 Jaime II ordenaba al zalmedina de 
Zaragoza o a su lugarteniente que respetara el privilegio concedido a los mudejares de esta 
ciudad, de no tener que ejecutar las sentencias de muerte o mutilación de miembros. 
PRIVILEGIOS FISCALES 
Es uno de los asuntos estelares en la concesión de privilegios reales a musulmanes y 
judíos. En materia fiscal estos últimos estaban íntimamente vinculados al poder político, del 
que eran sus siervos, su tesoro. En Castilla el Libro de los Fueros de Castilla establece que 
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«los judíos «son del rey... . todos deben ser del rey en su guarda e pora su servicio». Durante 
el siglo XIII, los monarcas elaboraron nuevos códigos aplicando a diversos campos los 
principios que consolidaban su poder y les procuraban fuentes de ingresos. Amador de los Ríos, 
recordaba las contribuciones a las que estaban sujetos los judíos castellanos: además de la 
capitación pagaban a la Corona las tercias, mañería, yantares, bodas y coronaciones, y como 
los demás pecheros, servicios, pedidos, sacos, alcabalas, a lo que se añadían las abonadas a 
los concejos: tahurerías, alcabalas, derechos de pasto, peaje, barcaje, portazgos y montazgos, 
mientras que a los prelados, abades y maestres de las ordenes daban los diezmos y otros 
impuestos, igual que los no judíos. 
La posición de «servidumbre» del judío, de inferioridad, se reflejó en el campo de la 
fiscalidad. Desde su instalación en tierras valencianas tras la conquista, por ejemplo, el judío 
debía abonar unos impuestos ordinarios a la Corona, normalmente unas cantidades fijas, 
pero que podían variar al alza o a la baja, según la coyuntura de cada aljama. Abundan los 
ejemplos de aljamas a los que el monarca hubo de rebajar o suspender la tributación de ese 
año debido a una mala coyuntura local: epidemias, guerras, malas cosechas, etc. 
De estos impuestos participaban el rey, la reina o el infante, y comprendían la pecha 
(peyta), o tributo personal, que abonaba en metálico cada vecino o cabeza de familia. La aljama 
disponía de autonomía para el reparto interno. Recordemos que el reparto interno de estos 
tributos, en el seno de la aljama, fue fuente de continuas disputas, y quejas y reclamaciones, 
como consecuencia de los abusos y desigualdades que se producían a la hora del citado 
reparto, siempre, claro está, en perjuicio de los más desfavorecidos socialmente, o de 
determinados individuos en concreto. Ya vimos como la Corona intentó resolverlos mediante 
pragmáticas que propiciaran una mayor igualdad en dichos repartos, buscando una 
democratización de las aljamas, pero no lo consiguió de forma total, y las quejas por estos 
abusos se repitieron de forma continua en estos siglos. 
En ocasiones los monarcas, en virtud de privilegios eximían de impuestos a particulares, 
pudiendo incluirse a miembros de la familia. A veces estos privilegios eran motivados por 
circunstancias muy puntuales, como el concedido por el infante Martín en junio de 1385 a Cahat 
Abenhaudón, moro del valle de Seta. Este mudejar había pasado bastante tiempo en la corte 
del infante como procurador de la aljama del citado valle, gastando mucho dinero, lo que hizo 
que no pudiera atender a sus cultivos y sus asuntos propios. Para poder recuperarse de su 
situación adversa el infante le declaró franco de toda pecha y contribución en dicha aljama, 
de por vida, y que con el fin de que administre bien los negocios de dicha aljama, ésta le satisfaga 
el salario acostumbrado, privilegio que debían respetar el alcaide y el alamín del valle. 
Aquí hay que hay que hacer especial hincapié en una categoría de judíos, los judíos 
francos, que por privilegio real eran declarados francos de contribuciones y todo tipo de 
cargas a algunos individuos, motivando el consiguiente recelo de sus correligionarios. Su número 
era reducido y solían ser artesanos, científicos, cortesanos, etc., siendo tales concesiones, en 
principio, temporales, durando mientras el individuo estaba al servicio de la Corona. En el 
siglo XIV estaban en vías de extinción en Aragón. 
Estas familias francas se documentan en Zaragoza y Calatayud fundamentalmente, aunque 
también hubo concesiones parciales en Jaca y en Huesca. En Calatayud las familias privilegiadas 
eran la de los Abentilca, Abendahuet y Constantin, ésta última la más rica y poderosa de la 
judería. Desde fines del siglo XIV la aljama luchó contra sus privilegios, y aunque consiguió 
eliminar algunos, no pudieron evitar esta situación de desigualdad. En Zaragoza había dos 
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familias francas vasallas de la orden de San Juan del Hospital, los Cavallería y los Alazar, cuyas 
prerrogativas se remontan a comienzos del siglo XIII, cuando el rey hizo entrega de los 
mencionados judíos y sus familias a la orden del Hospital. Desde entonces todas las personas 
favorecidas, sus familias y bienes, dependieron de la orden, de la que fueron vasallos, pagando 
anualmente un tributo simbólico. Quedaron al margen de la aljama, no participando en las 
asambleas comunitarias ni desempeñando cargos públicos. Dependían del capellán y no les 
afectaban ni las penas de excomunión y destierro lanzadas por la aljama, ni tampoco los oficiales 
reales tenían jurisdicción sobre ellos. Tenían también derecho al respeto de la comunidad y 
no se les podía rechazar, impedir sus derechos comerciales, ni echarles de la sinagoga y 
tenían derecho a formar parte de las cofradías y a ser enterrados en el cementerio judío. 
Solían practicar la endogamia entre ellos, aunque no faltaron matrimonios con pecheros, 
que veían ascender su puesto en la escala social. Socialmente pertenecían a la clase alta, con 
un importante patrimonio mobiliario, inmobiliario y fiduciario, disfrutando de un alto nivel 
cultural, con bibliotecas en las que no faltan obras de Ptolomeo, Nahmánides o Averroes. 
Profesionalmente eran banqueros, hombres de letras, administradores o recaudadores de 
impuestos. Los Alazares se dedicaron sobre todo a la medicina, el comercio y los negocios 
de préstamo; los de la Cavallería fueron, preferentemente, poderosos financieros, desde 
recaudadores a banqueros: Vidal de la Cavallería tuvo la acuñación de moneda de oro de Aragón. 
Ambas familias defendieron celosamente sus privilegios y si los Cavallería mantuvieron 
excelentes relaciones con los monarcas, los Alazares defendieron a toda costa sus privilegios, 
lo que les llevó a enfrentarse con la reina Violante. 
Si Jaime II y Alfonso IV confirmaron los privilegios de estas familias, Pedro el Ceremonioso 
se planteó la necesidad de acabar con este régimen de favor, que creaba numerosos agravios 
comparativos, daba cada día mayor poder económico a ambas familias y facilitaba el fraude 
fiscal de algunos contribuyentes, en unos momentos en que la aljama de Zaragoza atravesaba 
una situación difícil. Pero sus intentos de que contribuyeran con la aljama fracasaron y las 
tensiones se agudizaron con Juan I y la reina Violante, que se enemistó con los Alazares, quienes 
recurrieron al Justicia de Aragón en defensa de sus derechos. 
A pesar de todas las medidas utilizadas por la reina para vencer a los Alazares, analizadas 
con detalle por A. Blasco, éstos no renunciaron a sus derechos. La decadencia de ambas 
familias vino en el siglo XV tras la disputa de Tortosa y las predicaciones de San Vicente Ferrer, 
que llevaron a la conversión de los Cavalleria. Con la expulsión, en 1492, los Alazares 
marcharon a Ñapóles con todos sus bienes, en virtud de las franquicias de que gozaban. 
En el reino de Valencia no hubo familias «francas», aunque sí individuos francos por 
privilegio particular del monarca, lo que generó tensiones en el seno de la aljama, ya que su 
exención repercutía sobre el resto de los vecinos, agravando la situación económica de la 
comunidad en algunos momentos. Así, en diciembre de 1287 Alfonso III fue informado que 
algunos judíos de Valencia rehusaban contribuir con la aljama en las pechas y otras exacciones 
reales, bajo el pretexto de que habían sido dispensados de ello por privilegio especial. El 
monarca, sin embargo, teniendo en cuenta el empobrecimiento de la aljama, ordenaba que todos 
sus miembros pagaran su parte alícuota en los impuestos. 
La inquina que tales situaciones privilegiadas generaban en la comunidad puede deducirse 
de la orden dada por Alfonso III el 3 de enero de 1290 a Ramón Escoma para que procediera 
contra algunos judíos de Sagunto que habían rasgado los privilegios concedidos a los hijos de 
Bafiel por Jaime I y confirmados por Pedro III. El fenómeno aparece también entre las aljamas 
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mudejares y en las mismas fechas, lo que testimonia lo parejo del devenir histórico de nuestras 
minorías, y así el 22 de noviembre de 1291, Jaime II, a súplicas de los moros pecheros de Zaragoza, 
ordenó a Iñigo López de Jassa, baile de Aragón, que convoque a éstos y a otros moros de la misma 
ciudad, que se decían francos, para hacer justicia según la sunna, ya que éstos, alegando la 
franquicia que poseían, aunque no parecía ser cierta, se negaban a pagar las pechas y otros tributos, 
así como también la contribución por las tiendas que tenían, en gran perjuicio de los demás 
mudejares. Y ese mismo día, para acabar con tales problemas acarreados por las franquicias -reales 
o supuestas- el monarca concedió a la aljama mudejar de Zaragoza el derecho de obligar a todos 
sus miembros a contribuir en todos los tributos por los bienes propios y por los de realengo, a 
pesar de cualquier privilegio concedido a algún moro por el rey o sus predecesores. 
Otras veces la franquicia se refería a la posibilidad de que a algunos judíos a la hora de 
evaluar su patrimonio se les contara de forma especial o con la presencia del baile para evitar 
fraudes. Así, el 1 de febrero de 1336 Pedro IV ratificó el privilegio concedido el 21 de marzo 
de 1334 a Nacim Menescal, judío corredor de Valencia, según el cual sería tasado por el baile 
general del reino en toda pecha, tributo o exacción, entregando a él la cantidad por la que fuera 
tasado, no pudiendo ir contra este privilegio ninguna autoridad de la aljama. 
A veces los particulares obtenían privilegios de exención fiscal por razón del cargo que 
ostentaban, como sucedía en algunas aljamas mudejares. En Elche, por ejemplo, sólo los viejos, 
los vells, disfrutarían de exención fiscal por el cargo que ostentaban, pero no sus parientes. 
Hubo casos en los que la concesión era como premio o estímulo, como la hecha por 
Jaime II en 1316 a Belicuel, moro de Elche, al que se le perdonó la mitad del impuesto de la 
alfarda (era una cantidad fija que cada comunidad mudejar pagaba anualmente al señor, 
siendo la propia comunidad la que repartía dicha suma entre sus miembros, de acuerdo con 
sus posibilidades económicas, sus casas y bienes inmuebles) si volvía desde Crevillent a 
residir en Elche. Lo mismo se hizo en 1360 con Caat Arrufa, maestro de hacer casas, por los 
servicios prestados en la guerra de Castilla construyendo defensas en Elche y Crevillent. 
Las exenciones podían ser a toda la aljama, bien para consolidar su situación, como hizo 
Jaime I el 2 de julio de 1258 al declarar a los moros de la morería de Valencia francos de toda 
imposición, salvo del derecho de besante, que suponían tres sueldos y seis dineros al año, o 
bien como consecuencia de una coyuntura socio-económica desfavorable. Es lo que sucedió, 
por ejemplo, en 1366 en Orihuela, donde la reina Leonor, como consecuencia de los daños 
irreparables sufridos por la aljama judía a causa de la guerra de los dos Pedros, lo que hizo 
que se perdiera el cobro de las deudas pendientes y muchos de sus vecinos fueran mendigando 
por la comarca, les perdonó durante los dos próximos años 200 sueldos de la pecha ordinaria 
de 1.000. Una medida similar y por el mismo plazo temporal, aunque en este caso fue la exención 
del pago de cualquier tributo, aplicó la reina en la misma fecha a la aljama de Sagunto; o la 
dada en 1373 por Pedro IV a los mudejares de la localidad aragonesa de Pedrosa que «sedes 
venidos a grant pobreza assí por occasión de ía guerra que fue de Castiella por la qual 
haviestes a desemperar vuestras casas e destroveran la dita villa e quasi todas las casas de 
aquella», declarando exentos de sofras o trabajo personal a los moros del lugar o a los que 
vinieran a poblarlo. Un par de ejemplos de lo que decimos: Pedro IV por privilegio suyo dado 
en Valencia el 27 de junio de 1343 declaró a Amanassé de Torre, judío cantero de la ciudad, 
franco durante los diez próximos años de tributos y servicios reales, privilegio que el baile 
general no quiso respetarle, embargándole sus bienes, lo que le valió en mayo de 1354 una 
reprimenda del rey y la obligación de cumplir dicho privilegio. En octubre de 1391, Juan I, 
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a ruegos de la reina, hizo a Salamó Abenduet franco de impuestos, por la que el monarca pedía 
a los adelantados, clavarios y regidores de la aljama que en el futuro fuera tratado favorablemente 
y respetados sus privilegios e inmunidades, y que no lo obliguen a contribuir en las pechas, 
tributos u otros subsidios. 
Estas medidas afectaban también a los mudejares y durante el citado conflicto con Castilla, 
que fue desastroso para todas las aljamas del reino de Valencia y muchas aragonesas, en 
particular las situadas próximas a la frontera, vemos que en 1361 la reina Leonor, que era tutora 
del infante Martín, señora de Elche, dispuesta a la recuperación de estas comunidades ratificó 
o concedió numerosos privilegios, y así favoreció a los musulmanes que se establecieran en 
Elche y Crevillent de la exención de pechas y otros impuestos si residían en estas localidades 
al menos durante veinte años. El baile les asignaría casas y tierras para cultivar, disponiendo 
de cuatro años de franquicia total de impuestos, aunque luego abonarían las mismas que el 
resto de los mudejares. Como complemento a estas medidas se perdonaron las deudas a los 
moros de ambas localidades hasta comienzos de octubre de 1361, en razón de la ruina en que 
habían quedado a causa de la guerra y del hecho de que los señores vecinos ofrecían unas 
condiciones muy ventajosas a los mudejares que acudieran a instalarse en sus señoríos, con 
lo que Elche y Crevillent corrían el riesgo de quedarse despoblados. 
En el caso de la aljama mudejar de Orihuela, en septiembre de 1366 para favorecer su 
doblamiento y superar el abandono en que se encontraba la morería, concedió a los moros 
oriolanos un privilegio de franquicia de toda pecha, tributo, cena y demás exacciones reales 
y vecinales durante cuatro años. Y lo mismo hizo con Alicante, donde dio franquicia de 
impuestos reales en esa fecha a los moros y judíos que allí se establecieran, siempre que no 
procedieran de lugares de jurisdicción real o del infante Martín. No parece que este intento 
repoblador en la huerta de Alicante tuviera mucho éxito, pues en mayo de 1402 Martín el 
Humano, a petición del síndico de Alicante, dio un privilegio eximiendo a los moros de la villa 
y huerta de los impuestos del cabezaje, barber, quirat, gallinas y leña, abonando sólo los de 
gallinas y leña si él estuviera presente en la villa. El objetivo era recuperar la demografía mudejar 
que de trescientas casas de moros antaño había pasado a tener ocho o diez. 
La guerra de los dos Pedros no sólo fue un conflicto entre Aragón y Castilla por la 
supremacía peninsular, sino que también estuvo teñido de un profundo contenido social en 
el reino de Valencia, y muchas aljamas del reino de Valencia aprovecharon para rebelarse contra 
sus señores, fuera el rey o fueran particulares, consecuencia de los abusos, sobre todo fiscales, 
y del deterioro de su situación al no respetarse el contenido de sus franquicias, y, traicionando 
la fidelidad debida a su señor, se pasaron al enemigo, a Castilla. Con la vuelta de la paz se 
cernió sobre estas aljamas el castigo: algunas, como las de Chelva, fueron castigadas con la 
expulsión de sus tierras, que fueron repobladas por cristianos. Pero lo normal fue la concesión 
de perdones, a fin de mantener la actividad y la población del lugar, siempre a cambio de una 
fuerte suma de dinero, y lo mismo tuvieron que hacer si quisieron recobrar sus antiguos 
privilegios. Un ejemplo. En febrero de 1367 la reina Leonor, tutora del infante Martín, señor 
de Crevillent, perdonó a los moros del lugar de su actuación durante la pasada guerra y les 
confirmó los privilegios y costumbres anteriores, tras haberle pagado 3.500 sueldos barceloneses. 
En julio de ese año Pedro IV concedía a la aljama mudejar de Elda el que pudieran regresar 
a esta localidad disfrutando de sus anteriores privilegios. Otros privilegios dados en esa fecha 
declaraban exentos a estos moros del pago de determinados impuestos, siempre con vistas en 
la restauración de las labores agropecuarias, tal alteradas por la guerra. 
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A veces la exención fiscal era por un determinado plazo de tiempo, como el privilegio dado 
por Alfonso IV a la aljama mudejar de Orihuela en mayo de 1329 para que en los próximos 
cinco años no tuvieran que pagar los 2.500 sueldos de alfarda anual. Como era habitual todos 
los oficiales reales estaban obligados a respetar el contenido de los privilegios, bajo graves 
penas. 
Estos privilegios de exención tributaria venían determinados por la necesidad de la 
monarquía de atraer repobladores o no perderlos en una determinada coyuntura, que es lo que 
hizo Jaime II en 1307 con los judíos de Elche, por entonces recién incorporados a la Corona 
de Aragón y al reino de Valencia, tras la anexión de parte del reino de Murcia, declarando exentas 
de impuestos, por privilegio, durante el primer año a todos aquellos judíos del reino que 
acudieran a establecerse en esta villa. Ya antes, el año 1303, los había declarado francos de 
la alfarda durante un año a cuantos acudieran al lugar. En 1319 el rey daba un privilegio por 
el que los mudejares ilicitanos sólo pagarían 5 sueldos por año, ya que los otros 6 dineros que 
les cobraba al año para mantener el servicio de vigilancia de la villa, se los perdonó a cambio 
del compromiso de ellos mismos de mantener dicho servicio de guardia en Crevillent. 
Estas franquicias las encontramos por todo el reino durante la segunda mitad del siglo XIII. 
El 10 de febrero de 1264 Jaime I concedía a Jafias Maymó y a todos los judíos que fueran a 
poblar Morella los privilegios insertos en el fuero de Valencia, autorizándoles a establecerse 
en el centro de la villa. El primer año estarían exentos del pago de pechas y exacciones 
reales, pagando los cuatro años siguientes 20 sueldos por casa, y a partir del quinto año 
quedarían sometidos al régimen fiscal general del los restantes judíos del reino. En el caso 
de Xátiva, por citar otro ejemplo, la exención fiscal fue concedida por el rey en 1268 por un 
periodo de cinco años a todos los judíos que fueran a poblar Xátiva, 
Dada la voracidad fiscal de la Corona, nada tiene de extraño que para las aljamas judías, 
los principales problemas eran conseguir una rebaja de estas demandas y un correcto reparto 
entre las distintas aljamas, o que cada individuo pagara la suma que le correspondía abonar. 
Problemas a menudo de difícil resolución. Las aljamas lo que hacían era enviar emisarios a 
la corte para solicitar una reducción de estos impuestos extraordinarios o que se aplicara con 
justicia la suma pedida, lo que, en ocasiones, conseguían en virtud de algún privilegio real. 
Las aljamas defendieron con firmeza sus privilegios fiscales, no dudando recurrir al 
monarca cuando eran transgredidos. Así, el 8 de octubre de 1291 Jaime II, a petición de la aljama 
mudejar de Tarazona, ordenaba a los recaudadores de tributos de la misma que observen el 
privilegio concedido por el rey Alfonso y por él mismo, por el cual se perdonaba a la aljama 
200 sueldos jaqueses de los 600 que acostumbraba a pagar anualmente. Ordenaba también 
que restituyeran los embargos que hubieran hecho por esta causa, liberando a los moros 
encarcelados por no pagar. 
Las aljamas se preocuparon también porque en los privilegios se recogieran la obligación 
de tributar que tenían todos los que vivían o trabajaban en la citada comunidad. Así, el 3 de 
noviembre de 1291 Jaime II, a petición de los procuradores de la aljama mudejar de Tarazona, 
confirmaba un privilegio de Jaime I, por el cual los moros, tanto exaricos como de infanzones 
que vivían en la villa o trabajaban allí, debían pechar por sus oficios como los demás mudejares 
de la aljama. 
Pero los privilegios fiscales tienen también otro sentido, además de la búsqueda de 
exenciones individuales o colectivas, de toda la aljama, y es el de la autorización concedida 
por los monarcas a las aljamas judías para poder imponer tributos, impuestos de diverso 
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cariz con el fin de hacer frente a sus numerosas necesidades colectivas, comenzando por las 
propias cargas tributarias que les exigía la Corona para sus empresas o asuntos propios. Es 
así como surgieron las sisas, una fiscalidad indirecta que gravaba la compra y venta de las más 
variadas mercancías en el mercado. Aún cuando el origen de esta fiscalidad, compartida 
igualmente por cristianos y musulmanes, se remonta al último tercio del siglo XIII, no cabe 
duda que fueron las necesidades de dinero por parte de Jaime II para la empresa de conquistar 
Cerdeña, 1322, las que favorecieron su rápida difusión por las tres sociedades de sus Estados. 
Las aljamas, musulmanas o judías, necesitaban dinero para poder atender a esta voracidad 
fiscal del monarca, quien no tuvo más remedio que conceder privilegios a las diversas aljamas 
de sus reinos para instaurar sisas. Puede decirse que la mayoría de las aljamas disfrutaron de 
tales privilegios a partir de la segunda y tercera décadas del siglo XIV, vinculados al desarrollo 
de la fiscalidad indirecta, consecuencia de las necesidades monetarias de la Corona para la 
empresa de Cerdeña. Dinero a cambio de fiscalidad propia: las sisas. Valga un par de ejemplos 
de estos privilegios para imponer sisas, como el de enero de 1394 dado por Juan I a la aljama 
hebrea de Sagunto, o el de febrero de 1400 a la de Castellón para su recuperación. Se cargaban 
siempre sobre el pan, vino, la carne y las demás mercaderías con las que se negociaba en el 
mercado de la respectiva aljama, y solían concederse por un periodo determinado de años, que 
luego solía renovarse, previa petición de la aljama al monarca, de quien dependía dicha 
concesión. 
A veces estos privilegios fiscales a una aljama podían entrar en colisión con los generales 
de la ciudad, con los del municipio cristiano, generando tensiones, como las surgidas en 
Valencia en los años setenta del siglo XIV En efecto, la aljama había conseguido un privilegio 
de Pedro el Ceremonioso, por el que, con el fin de proceder a su recuperación tras los desastres 
sufridos en la guerra de Castilla, pudiera para imponer sisas sobre las usuras y las mercancías 
manipuladas por los judíos, tanto de judíos propios como extraños, lo que la ciudad consideraba 
que le perjudicaba enormemente. Por ello solicitaron del rey la revocación de este privilegio 
que veía disminuir sus ingresos fiscales, además de ser un perjuicio para los arrendadores, siendo 
una amenaza para los negocios con Castilla, ya que los judíos castellanos eran los que más 
negocio hacían en la ciudad, con gran beneficio de ésta. El monarca cedió a las presiones de 
los munícipes cristianos y suprimió el impuesto, motivando las quejas de la aljama en 1383, 
pues ésta consideraba que sin dicha imposición no podría hacer frente a sus obligaciones fiscales 
con el monarca y abonar sus impuestos y demandas monetarias. De nuevo, Pedro IV cambia 
de postura y, decidido a favorecer a la aljama de Valencia en febrero de 1383 ordena a los jurados 
valencianos que no impidan recaudar dicho impuesto, aunque se compromete a adoptar las 
medidas oportunas si viera que tal medida perjudicaba a los intereses de la ciudad. 
PRIVILEGIOS PARA VIAJAR E INSTALARSE EN OTRO LUGAR O TERRITORIO 
Legalmente mudejares y judíos podían circular libremente por los distintos reinos de la 
Corona de Aragón por los más diversos motivos, sin ser molestados por ello, y así lo recogen 
los Furs de Valencia, donde se dice expresamente «los dits mor e mora e tots los altres del 
dit regne ab tots lurs béns, poden anar salvament per tot lo dit regne ab tots lurs béns nofahent 
crims e delicies». Pero en la práctica se les imponían ciertas restricciones, como por ejemplo 
era la obligatoriedad de circular por los caminos reales, ya que, de lo contrario, todo mudejar 
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encontrado «descaminado» era considerado como cautivo y vendido como tal, ya que se le 
consideraba sospechoso de tener malas intenciones, situación que se agravó en las comarcas 
meridionales valencianas por la proximidad de Granada, lo que acarreó continuas prohibiciones 
de viajar más allá de Jijona si no se disponía del correspondiente salvoconducto concedido 
por el baile general del reino. Por tanto, habría que incluir aquí los salvoconductos o guiajes 
otorgados por los monarcas a determinados mudejares para desplazarse a «tierra de moros», 
es decir Granada o el Norte de África, así como a la gobernación de Orihuela, en el mediodía 
del reino de Valencia. El tema de los viajes y desplazamientos de los mudejares lo estudió con 
todo detalle Ma T. Ferrer i Mallol en su monografía sobre Els sarrdins de la Corona catalana-
aragonesa, a la que remito al lector interesado. 
La conquista del reino de Granada propició la venida al reino de Valencia de algunos moros 
de este reino, gracias a los privilegios concedidos por Fernando I permitiendo la entrada de 
estos musulmanes granadinos en sus reinos cristianos en calidad de vasallos, viniendo la 
mayoría de Vera y Almería, en tanto que otros emigrantes procedían de Málaga, Baza o de 
la misma Granada. Estos granadinos se establecieron en morerías reales como las de Alzira, 
Valencia o Calatayud, o como vasallos en lugares de señorío en Novelda, Elche, Bétera, la 
Valldigna, Cocentaina y otras localidades. 
Estos privilegios favorecieron los movimientos migratorios, como se ve en el reino de Murcia 
con la concesión por Juan I en 1384 de un privilegio de franqueza por diez años a cuantos se 
avecindaran en sus reinos, así como a todos los que volvieran a él, lo que propició la llegada 
a Murcia de mudejares procedentes de distintas localidades o morerías del reino: blanca, 
Abanilla, Cotillas, Ceutí, Cartagena, valle de Ricote, Alcantarilla y Aspe. En cambio, el 
intento de Juan Sánchez Manuel, regidor de Murcia, de intentar asentar en 1393 en la 
jurisdicción de la ciudad dos mil casas de mudejares valencianos procedentes de la vecina 
gobernación de Orihuela, con quienes estaba en buenas relaciones, fracasó al incrementarse 
la lucha entre «Manueles y Fajardos» y prolongarse en el tiempo. 
PRIVILEGIOS REFERENTES A LA ACTIVIDAD ECONÓMICA 
Parece una perogrullada hablar de la trascendencia económica que musulmanes y judíos 
tuvieron en la economía peninsular durante los siglos medievales. De todos es conocida la tesis 
de Américo Castro, según la cual la expulsión de los judíos produjo la ruina económica de 
España y le impidió dar el salto al capitalismo, dado que la artesanía y las finanzas estaban 
en sus manos. Tesis falsa, por supuesto, pero que demuestra la importancia que los autores 
han concedido a las actividades de estas minorías. O el papel de los mudejares cuando se habla 
de la agricultura, de los regadíos valencianos y murcianos y los fértiles vergeles en que 
estaban convertidos estas tierras, antesala del Paraíso para los poetas musulmanes, que las loaron 
en sus poesías y las añoraron -y siguen añorando- en el exilio. Los mitos se mezclan con las 
realidades: agua, habilidad artesana, usura, todo un conjunto de actividades imprescindibles, 
como no podía ser menos, para la buena marcha de la economía de los reinos cristianos. 
Lo cierto es que los mudejares, con un importante porcentaje demográfico en los reinos 
de Aragón y Valencia, jugaron un papel decisivo en el mundo agrario, como cultivadores y, 
sobre todo, como sostenedores de la renta feudal de los señores, y gracias a ellos se mantuvo 
el sistema de riegos de la etapa andalusí, luego ampliado y mejorado por los cristianos. La 
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preocupación de los reyes por mantener esta situación heredada se plasma en la frase, tantas 
veces repetida, «como en tiempo de los moros». En Aragón un privilegio de Pedro II de 1210 
garantizaba el libre derecho de caza y pesca en todas las morerías del valle del jalón Medio 
y Villafeliche, privilegio que era habitual en las comunidades mudejares de realengo. 
Y lo mismo podemos decir en el terreno de la artesanía, donde fueron excelentes trabajadores, 
incluso artistas, desde la calderería y el trabajo del metal al trabajo de la seda o del papel en 
Xátiva, pasando por el del barro en la alfarería y cerámica: Muel, Teruel, Paterna, Manises, 
son nombres de todos conocidos, y algunos incluso alcanzaron fama en Occidente. Por un 
privilegio de Jaime I el 21 de diciembre de 1273 el rey concedía al mudejar Alí, magíster 
purpurarum, y a sus hijos Mohamet y Bocaró, la franquicia sobre la seda y todos los elementos 
necesarios para fabricar paños de seda, pudiendo vivir toda su vida en Xátiva y ejercer el oficio 
sin pagar lezda o peaje. 
Respecto a la industria del papel, no sólo fue monopolio real en la ciudad de Xátiva, sino 
que también hubo pequeños talleres familiares, según se desprende del privilegio de Pedro 
III en 1282 por el que permitía a los maestros papeleros que pudieran tener en sus casas muelas 
para elaborar el papel, y venderlo a quien quisieran en el arrabal de la villa, sin necesidad de 
obrarlo en el molino real: 
«lapides, quemcumque volueritis ad operandum in eis papirum, et tenere ipsium 
papirum et venderé in quocumque loco ravalli Xative et quibuscumque personis volueritis. 
Et non teneamini aliqui vestri operan papirum in molendino quod nos ubi construiré 
faciebamus » 
Otro ejemplo de estas concesiones a la artesanía mudejar es la orden dada el 24 de 
septiembre de 1300 por Jaime II al merino de Zaragoza que respetara al privilegio concedido 
a los mudejares de la ciudad, por el cual no se les podía cerrar sus tiendas o talleres por ningún 
tributo o demanda, salvo por los censos que debían satisfacer por las mismas. En Huesca 
sabemos que Pedro II concedió ciertas exenciones a los trabajadores del esparto y a los oleros, 
mientras que los caldereros mudejares consiguieron en 1311 un privilegio que los eximía 
del pago de lezda, alcabala, repostería, pecha y cena, entre otras, y se garantizaba su 
indemnidad. 
Y en cuanto al comercio, aquí el papel de los mudejares queda más desdibujado, pues si 
algunas morerías aparecen especializadas en el transporte, parece que los mudejares practicaron 
un comercio local y comarcal, no por eso menos importante para sus respectivas economías, 
como lo refleja las sumas recaudadas por el dret de aduana en Elche, pero los grandes 
circuitos mercantiles quedaron fuera de su campo de acción, si exceptuamos a unas cuantas 
familias de la oligarquía de la morería de Valencia en el siglo XV: los Xupió, Razbayda, 
Abenxarnit o Ripoll, vinculados con los tráficos de Granada o el norte de África. 
Con todo, los reyes propiciaron los intercambios de los mudejares y sabemos que en 
1208 los moros de Zaragoza eran eximidos del pago de determinados tributos que gravaban 
la circulación de mercaderías (lezda, portazgo, peaje, etc.) y de los cuatro sueldos que solían 
dar al depositario de Aragón por cada bestia mayor que introducían de tierras de moros, 
mientras que en 1210 concedía otro privilegio similar a los mudejares oscenses. También los 
mudejares leridanos, teniendo en cuenta su pobreza, obtuvieron un privilegio de Jaime II el 
26 de enero de 1291 por el que quedaban exentos del pago de lezda, peaje y portazgo por todas 
las tierras de la Corona de Aragón. Los de Xátiva, la segunda morería más importante del reino 
JOSÉ HINOJOSA MONTALVO 
302 . 
de Valencia, obtuvieron un privilegio de Jaime I para celebrar un mercado cada viernes en la 
plaza de San Miguel. 
En algún caso estos privilegios tenían como objetivo evitar la discriminación de que 
pudieran ser objeto las minorías, como fue el concedido a la aljama y particulares mudejares 
de la morería de Cocentaina, a petición de la misma, por su señora la reina Violante el 12 de 
mayo de 1407, por el cual los mudejares, frente a los agravios de los poseedores de la gabela 
del aceite dilatando la elaboración del aceite de los mudejares, la reina les autorizó a que pudieran 
hacer el aceite en cualquiera de las almazaras de la villa, no estando obligados a exprimir el 
aceite en la almazara de la gabela. 
En cambio en el mundo judío, su papel en el ámbito rural fue nulo, dado que permanecieron 
alejados en el agro y centraron sus actividades en el mundo urbano, en particular en los 
sectores secundario y terciario, donde destacaron como excelentes artesanos, en particular en 
el área del textil -la profesión de sastre es casi consustancial al judío- y del cuero (zapateros), 
pero también como notables orfebres, especialistas en el trabajo de la plata. Y desde luego su 
papel en el mundo financiero fue clave en la España medieval, tanto como arrendadores, 
recaudadores de impuestos o financieros, en el marco del préstamo a interés, la usura, que tantos 
problemas les acarreó, les ganó la animadversión de las gentes y, a la larga, actuó como uno 
de los justificantes de su expulsión. 
Pues bien, este marco económico aparecía regulado por la propia tradición multisecular, 
pero también por la normativa legal, desde las cartas de población a los fueros, siempre 
buscando esa continuidad con el mundo andalusí y su incremento. Y en ello los privilegios 
reales jugaron también su papel. 
Así, en el ámbito judío, desde el primer momento Jaime I tuvo muy claro que si quería 
atraer judíos a sus Estados, que se encontraban inmersos en el proceso repoblador, sobre todo 
Mallorca y Valencia, había que darles toda clase de privilegios y franquicias, igual que a los 
cristianos, sobre todo los orientados a favorecer la actividad mercantil, clave en estos dos 
territorios con fachada al Mediterráneo. Por eso abundan las franquicias mercantiles, como 
la otorgada el 15 de junio de 1247 a los judíos de sus Estados para que no dieran portazgo, 
peaje ni otros impuestos por razón de sus personas o animales utilizados en sus desplazamientos, 
yendo inmunes por todo el territorio real. Privilegio fiscal importantísimo, que se unía a otro 
que les garantizaba la libre circulación de sus personas, todos ellos coincidentes en el deseo 
de fomentar el comercio en el recién creado reino de Valencia. De nuevo en enero de 1321 
Jaime II enfranquecía a los judíos valencianos de todo peaje, portazgo, lezda, derechos de aduana 
y mercado, etc. 
Más adelante, el 28 de julio de 1280 Pedro III dio otro privilegio por el que autorizaba a 
los judíos del reino de Valencia a comprar y vender con moros y cristianos trigo, aceite y otras 
mercancías, provisiones, ganado y demás mercancías, al contado o a plazos, privilegio 
ratificado en abril de 1286. 
Hubo casos en que el privilegio afectaba a una persona en concreto, como la confirmación 
hecha en diciembre de 1279 por Pedro III de la concesión hecha por Jaime I a Abrafim 
Abinafia, judío saguntino, para poder comerciar en Valencia, a pesar del estatuto de la villa, 
todo el vino que obtuviera de su cosecha. 
En el ámbito del préstamo con interés, el de la usura, fueron relativamente frecuentes los 
privilegios concedidos a aljamas o particulares para no prolongar las deudas judiegas. 
Tomemos como ejemplo el caso de Zaragoza, aljama a la que Jaime II el 21 de enero de 1320, 
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considerando que los judíos pecheros estaban sobrecargados por los numerosos tributos 
ordinarios y extraordinarios, el pago de pensiones a los violarios y otras exacciones reales, a 
los que apenas podían hacer frente, les dio un privilegio por el que en cinco años se comprometía 
a no conceder ningún sobreseimiento de deudas por parte cristiana. El mismo privilegio fue 
concedido a los judíos valencianos, o a los de Tarazona y Burriana en mayo de 1326. Y es que 
la difícil situación financiera de las aljamas, sometidas a una terrible presión fiscal, forzaba 
a este tipo de privilegios y exenciones que permitieran un respiro a sus moradores. 
Este mismo sentido tiene el privilegio del rey Justo el 3 de mayo de 1326. Había una 
disposición dada por Pedro III el Grande, según la cual todos los judíos que prestaran más de 
cuatro dineros por libra al mes serían castigados a pagar una multa de diez marcos de plata 
cada vez que la trasgredieran. La aljama de Valencia pidió al rey que suprimiera dicha pena, 
y Jaime II, consciente de la difícil situación de los judíos del reino, anula dicha pena contenida 
en el privilegio de Pedro III. 
Otras veces los privilegios eximían a las aljamas de posibles investigaciones sobre abusos 
cometidos en dichos préstamos, como el concedido por Pedro IV el 9 de octubre de 1336 a 
la aljama de Xátiva, según el cual en los cinco años siguientes no se podría hacer inquisiciones 
u otro procedimiento judicial por los jueces reales contra los judíos de la aljama por causa de 
dichas usuras, suspendiendo por dicho plazo los procesos iniciados. 
Entre los mudejares, como dije, estos privilegios tienen su punto de arranque en las cartas 
y pactos de rendición firmados entre las aljamas y la Corona en el momento de la conquista, 
en los que esta última garantizaba el mantenimiento de las actividades propias de la comunidad 
como hasta la fecha, tanto en lo referente a los riegos como en los aprovechamientos de 
montes, pastos, actividad comercial, etc., aunque, como todos sabemos, la conquista cristiana 
y la implantación de los nuevos modelos socio-económicos produjeron unos cambios muy 
importantes en la el mundo mudejar, que pasaba a tener una posición subordinada. Es el caso, 
por ejemplo, de la recolección de la sosa en Elche, que siempre había sido libre para todos los 
habitantes de la localidad, hasta que en el año 1305 se intentó someterla a un control fiscal, 
debiendo abonar cada persona que quisiera recolectarla una cantidad de dinero. Esta medida 
fue protestada por los mudejares por ir contra sus privilegios, siendo aceptada la queja por Jaime 
II, que ordenó al baile general que no impidiera a los mudejares la recogida de la sisa. No obstante, 
las trabas contra la libre recolección de sosa por los mudejares fueron constantes en el tiempo. 
Y al igual que los judíos, también los mudejares valencianos disfrutaban de la libertad de 
desplazarse por todo el reino con sus mercancías. En Elche los mudejares del arrabal tenían 
las mismas franquicias que los vecinos cristianos y sabemos que por un privilegio especial 
podían sacar por tierra o mar trigo y otros granos para venderlos libremente donde quisieran, 
privilegio que fue ratificado en marzo de 1387 por Juan I ante su inobservancia por el 
gobernador de Orihuela. En 1402 la aljama ilicitana solicitó al monarca que se les respetaran 
los privilegios y franquicias de exención de lezda, portazgo, peso, medida, barcaje, etc. Por 
todas las tierras de la Corona, que habían sido concedidos a las villas de Orihuela y Elche por 
Jaime II y luego ratificados por sus sucesores. El problema, como siempre, era que en 
ocasiones las autoridades cristianas no les respetaban tales privilegios, como sucedía en 1408 
en que el baile de Xátiva, vejaba continuamente a los moros de Elda y Aspe haciéndoles pagar 
peaje y no observándoles sus franquicias, lo que le fue recriminado por la reina Violante. 
Ya aludí a la importancia que tenía el comercio entre estas minorías, y los monarcas 
fueron conscientes de ello. Es el caso de Jaime II, que necesitaba consolidar el flanco 
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meridional del reino de Valencia, las tierras murcianas recién conquistadas, quien en febrero 
de 1298 para favorecer el poblamiento mudejar, concedió a los moros que vinieran a Guardamar 
a asentarse y contribuir a la repoblación del lugar -aldea de Orihuela- un mercado semanal 
a celebrar los sábados, disfrutando de las franquicias y exenciones acostumbradas por un periodo 
de dos años, ordenando a Jaime Pérez, procurador general del reino de Murcia, y a Ferrer 
Dezcortell, baile general, que respetaran los fueros concedidos a los mudejares vecinos de 
Guardamar. El privilegio le fue notificado también a Ahmad ibn Muhammad ibh Hudayr, arráez 
de Crevillent. 
Unos años más tarde, en 1303, en la cercana Elche, el mismo rey concedía a los mudejares 
que acudieran a residir en la villa y a ejercer el comercio los mismos derechos que los que 
ahora residían. 
Así mismo, y por norma los mudejares que acudieran a comerciar a ferias y mercados 
disfrutarían de los mismos privilegios que los cristianos. 
Las interferencias jurisdiccionales podían dar lugar a enfrentamiento entre oficiales 
cristianos y de las minorías, en particular, la mudejar, como sucedía con el mostagaf, cargo 
municipal encargado de los pesos y medidas, del control del mercado y del cumplimiento de 
las normas urbanísticas, pero sólo con competencia en el mundo cristiano, que en ocasiones 
pretendía ampliar a la judería y la morería. En el primer caso tuvo choques con la aljama judía 
de Valencia precisamente por querer extender su jurisdicción al ámbito de la judería, pretensión 
que Pedro IV cortó de raíz, ante las quejas judías. Lo mismo sucedió con los mudejares, como 
vemos en mayo de 1298 en la orden dada pro Jaime II al almotacén de Huesca de no 
inmiscuirse en las competencias que correspondan al alamín de la morería, en el reconocimiento 
de las pesas y medidas de los tenderos mudejares, así como en las percepciones de ciertos 
derechos que cobraba de éstos. 
PRIVILEGIOS SOBRE EL VESTIDO 
En ambas comunidades, musulmana y judía, hubo una minoría con influencia, dinero o 
cargos cortesanos que se beneficiaban del apoyo real para escapar a las medidas que 
discriminaban al resto de sus correligionarios, una de las cuales era la obligación de portar 
vestidos de color diferente al de los cristianos o señales diferenciadoras en las ropas, obteniendo 
privilegios que les eximían de cumplir los estatutos aprobados. Las disposiciones excluyentes 
hacia los judíos en materia de indumentaria se remontaban en la Corona de Aragón al siglo 
XIII, cuando el IV concilio de Letrán en 1215 dispuso que los judíos llevaran en sus vestidos 
una rueda roja y amarilla puesta sobre el pecho, de tamaño de medio palmo, como una rueda. 
La disposición conciliar fue ratificada en los concilios provinciales de Oxford (1222), Castres 
(1231), Arles (1235) y Valencia (1248). Más adelante la medida de la rueda de color se fijó 
en siete centímetros y era obligatoria para los mayores de catorce años. 
Los monarcas aragoneses tuvieron una postura flexible, muy lejos de la intransigencia 
de los eclesiásticos, y sólo cuando la Iglesia presionaba para que sus disposiciones fueran 
efectivas dictaron normas a propósito del vestido de los judíos. Jaime I fue, como han 
señalado todos los autores, un monarca tolerante con el uso del distintito, la rueda, aunque 
exigente en cuanto al vestido que permitiera diferenciar a los judíos de los cristianos. Así, 
en el privilegio del 12 de marzo de 1242, cuyo tema central era la conversión de mudejares 
PRIVILEGIOS REALES A MUDEJARES Y JUDÍOS 
305 
y judíos, el monarca dispuso que ambas minorías se distinguieran en sus vestidos de los 
cristianos. Otra orden de 25 de octubre de 1268 dispuso que los judíos llevaran unas capas 
redondas con mangas. 
En el caso de la judería de Xátiva, por ejemplo, el más antiguo de los casos conocidos es 
de abril de 1268 cuando Jaime I otorgó un pasaporte de protección a favor de Aczmel 
Avenczunana, judío de Xátiva, y su familia, permitiendo a su mujer llevar vestidos de cualquier 
paño, salvo «presset» rojo, a pesar de lo dispuesto por la aljama. El «presset», que Burns piensa 
que quizá haga derivar su nombre de Persia, sería una tela cara y valiosa, que nos permitiría 
situar al mencionado judío entre la categoría de los adinerados de la aljama setabense. 
La otra noticia data del 10 de febrero de 1283 y por ella sabemos que el infante Alfonso 
había sido informado por Samuel, alfaquí del rey, de que a pesar del privilegio que les había 
concedido Pedro el Grande a él y sus parientes para llevar el vestido que quisieran, la aljama 
de Xátiva, a tenor de una tacanot interna, impedía a David Allevi, Abrahim Abenvives y Jucef 
Avengalelí, primos de Samuel, llevar vestidos de color y otros ornamentos. El infante instó 
a la aljama a que les permitiera llevar los vestidos que quisieran, a pesar de las disposiciones 
internas de la aljama. No cabe duda de que estos años del reinado del Conquistador, la época 
dorada para los judíos, fue aprovechada por aquellos que estaban próximos al monarca para 
obtener los más variados privilegios para los suyos, aunque para los judíos de Xátiva ya no 
se han conservado más privilegios a particulares referentes a vestidos. 
Las exenciones y privilegios que disfrutaron estos judíos favorecidos de forma particular 
por la Corona fueron muy variadas: por ejemplo la exención de la obligación de llevar la roda 
de color en la parte superior del vestido, signo infamante que los judíos consideraban como 
humillante y denigratorio, puesto que cuando salían fuera de los límites de la judería los 
identificaba inmediatamente a los ojos de los cristianos y les hacía correr riesgos físicos 
(tirar piedras, agresiones, etc.) y morales (insultos) , de ahí que esta exención fuera muy 
solicitada y apreciada por los judíos; 
PRIVILEGIOS FRENTE A AGRESIONES 
En ocasiones algunos particulares obtenían privilegios particulares del monarca que los 
protegían de cualquier posible agresión externa o de miembros de la comunidad, como fue 
el que el 29 de enero de 1302 dio Jaime II a Ismael Aminorisp, médico judío de Valencia, que 
obtuvo un privilegio real de que aquel que lo golpeara o injuriara sería castigado nada menos 
que con una multa de mil morabatinos de oro. 
PRIVILEGIO PARA LLEVAR ARMAS PROHIBIDAS 
Este tipo de privilegios lo he detectado en judíos, en particular aquellos que eran familiares 
del rey, a los cuales, en agradecimiento a los servicios prestados, el monarca les concedía 
privilegio de poder llevar armas cortas, puñal o espada, por la judería, la ciudad específica 
donde residieran o en sus desplazamientos. El objetivo de esta concesión era que estos judíos 
pudieran defenderse de sus enemigos personales, -luchas de facciones en las juderías- o de 
posibles agresiones mientras se desplazaban por los caminos reales. 
LOS PERDONES 
Aunque no sea propiamente un privilegio quiero incluir en este apartado los perdones, 
concedidos por la Corona a las aljamas mudejares o judías, o bien a título individual. Estos 
perdones obedecían a razones muy diversas, pero con una finalidad muy clara, que era la 
restauración y la recuperación de la comunidad tras haber sufrido diversas calamidades: 
epidemias, conflictos bélicos, etc. En los perdones el contenido esencial es la suspensión 
de cualquier acción, demanda o pena civil, proceso, etc. De carácter civil o penal contra la 
aljama, incluyendo a todos sus miembros, aunque en ocasiones podían quedar excluidos 
algunos que hubieran cometido algún delito especial, como por ejemplo el de malsindad. 
También se especificaba siempre que no se incluían los que cometieron el delito de lesa 
majestad, los falsificadores de moneda, los que hicieron hechicería, invocación de los 
demonios y, sobre todo, yacer carnalmente con mujer u hombre cristianos. Un ejemplo de 
estos perdones, que parecen ser más abundantes en el caso de las aljamas hebreas, es el 
concedido el 28 de marzo de 1384 por el infante Juan (futuro Juan I) a la aljama de 
mudejares de Lérida por el que les dispensó de toda demanda o pena civil o criminal por 
cualesquiera crímenes que hubieran cometido, incluidos aquellos en los que ya se hubiera 
dado sentencia, tanto si se trataba de delitos ciertos como inciertos, presentes y futuros. Se 
cancelaban las fianzas y se excluían los ya citados de lesa majestad, yacer con cristianas, 
sodomitas, fabricantes de falsa moneda, etc. A cambio del perdón la aljama leridana dio al 
monarca 80 florines de oro de Aragón. 
Como ejemplo de estos perdones a particulares podemos citar el concedido en abril de 
1263 por Jaime I al judío de Xátiva Culema Abin Culema, que fue sorprendido por el justicia 
con una cristiana en el real de su hermano Ismael, abonando a cambio la suma de 5.000 sueldos, 
o el perdón concedido por el infante Juan de todo crimen y delito a Mossé Suxén, Mahir Suxén, 
Acán Abenmaruec, Samuel Aborrabe y Jafudá Abenfalell, que habían sido acusados del 
delito de conjura para quedarse con la gabela de la sal en perjuicio de terceros, además de otros 
delitos que no se especificaban. 
También podemos recordar el perdón dado por el infante don Pedro en nombre del rey a 
Jafudá de Osma, de Valencia, que fue acusado con Samuel Abinafia y Jafudá Alatzar, de Huesca, 
y otros judíos valencianos, de haber infringido los privilegios reales y los estatutos particulares 
de los judíos de Valencia. O el concedido el 29 de mayo de 1379 por el infante Martín a Mossé 
y Mahir Suxén, destacados miembros de la oligarquía valenciana, acusados de haber yacido 
carnalmente con una esclava musulmana suya; o el que el 2 de noviembre de 1385 dio a favor 
de Abrafim Abenbahe, notable judío de la comunidad ilicitana, en el que se incluía la remisión 
de toda pena y multa, civil o criminal, que afectara a su persona y bienes. 
Hay veces en que el perdón otorgado por la autoridad era concedido para poder regresar 
a sus lugares de origen, por lo general de aquellos mudejares valencianos que habían pasado 
clandestinamente a tierras de moros (Granada o el norte de África) sin la correspondiente licencia 
del baile general del reino, o bien su estancia se había prolongado mucho más de lo autorizado. 
El procedimiento correcto era solicitar el perdón a la autoridad real, el baile general del 
reino, para regresar, quien, por lo general lo concedía, pues siempre era provechoso recuperar 
un vasallo, es decir una cabeza fiscal. Un ejemplo lo tenemos en 1409 en Abourrage Abe 
Almediní, mudejar de Elche, que había sido cadí y luego se fue a tierra de moros, de donde 
ahora quería regresar con su familia. Jaime II le concedió la autorización y ordenó que se le 
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devolvieran sus bienes, que habían sido confiscados como marcaba la ley, pero debería pagar 
los impuestos que abonaba antes de su partida. 
Lo más frecuente eran los perdones concedidos a una aljama concreta, e incluso algunas 
veces eran globales, ya que incluían también a diversas aljamas de la Corona de Aragón, como 
sucedió en junio de 1280 cuando Pedro el Grande perdonó a las aljamas judías de Barcelona, 
Gerona, Lérida, Tarragona y Tortosa, así como a todos los judíos catalanes perseguidos por 
usura, lo mismo que hizo con otras aljamas de los reinos de Aragón y Valencia . 
Era habitual que en estos perdones se indicara que los judíos presos debían ser librados 
a petición de los adelantados. La época en que más perdones a aljamas judías he documentado 
es el reinado de Pedro el Ceremonioso, monarca que, debido a sus guerras con Castilla o 
Cerdeña, tuvo necesidades continuas de numerario, y que estos perdones le ayudaban a 
conseguir. 
A veces la concesión del perdón estaba destinado a corregir una crisis puntual en la 
demografía de la aljama, como sucedió en la morería de Elche en el año 1420. Para fomentar 
el crecimiento, interrumpido por la excesiva presión fiscal, el 15 de octubre la reina doña María 
concedió un perdón general de cualquier delito, salvo los ya citados, y el 20 de ese mes 
ordenaba Alfonso el Magnánimo al baile y gobernador generales de Orihuela que respetaran 
a las aljamas y mudejares de Elche y Crevillent todos sus privilegios y libertades. 
En la Corona de Castilla también encontramos perdones de este tipo, de mudejares que 
marcharon a Granada y luego querían regresar a las tierras que les vieron nacer. Un caso ejemplar 
fue el de los moros del murciano valle de Ricote, que marcharon a Granada tras la devastadora 
expedición llevada a cabo contra Cieza por el nazarí Abu-1-Hasán, pero parece que los 
ricoteños no debieron encontrar allí la acogida o el acomodo que esperaban, por lo que 
hicieron gestiones ante la reina Isabel para volver al valle de Ricote, aunque recelaban de hacerlo 
ante posibles malos tratos. La reina, con el fin «que el valí de Ricote se torne a poblar», daba 
su conformidad y aseguraba a dichos mudejares de cualquier riesgo, con lo cual se decidieron 
a volver. Pocos años después, en 1502, pasarían a la condición de moriscos. 
